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Palacio Nacional  Cali Colombia
SALA CIVIL
ACCION REIVINDICATORIA 

Prueba de dominio 

No se requiere como única prueba de su registro el que figure en el título mismo, sino que es suficiente que se aporte la prueba de que sí fue debidamente registrado. 

En virtud de esta realidad histórica el demandante tenía entonces la carga de demostrar irrefragablemente su condición de propietario o dueño del bien a reivindicar, sin ningún asomo de duda, pues el demandado de todas maneras está cobijado por la presunción de dueño. Tal como se dejó circunstanciado el actor no logró tal cometido, pues brilla por su ausencia el folio de matrícula inmobiliaria que registre con nitidez y precisión los linderos del lote de propiedad del actor cuya reivindicación reclama, y cuya posesión según su afirmación está en cabeza del demandado. Aquí surge otra de las exigencias de la acción reivindicatoria sobre la triple identidad o coincidencia que debe existir entre los títulos aducidos por el accionante, con el bien poseído por el demandado y el señalado en la demanda. 

Fecha: 11 12 08 

Rad. 76001-31-03-003-1994-09601-02-159

Acta 066 

Proceso: Ordinario Reivindicatorio.

Decisión de Primera Instancia: Declaró probada la excepción denominada “carencia de los requisitos exigidos por la ley sustancial para ejercer la acción de dominio “, falta de legitimación en la causa por activa.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Homero Mora Insuasty.
=0=
CONTRATO DE COMPRAVENTA 

Nulidad absoluta 

Funciones del representante legal de una sociedad 

Lo anterior , toda vez que sustentado lo primero en que el socio no dio su consentimiento para la venta que hizo la sociedad porque no fue convocado a la junta en la que se tomó la decisión y se dio la autorización al representante legal para efectuarla , lo cierto es que ello no implica la falta de ese requisito esencial , si tenemos en cuenta que la expresión de la voluntad para la negociación debía hacerla la sociedad , persona jurídica debidamente constituida , a través de su representante legal que como tal actúa por cuenta y en nombre de aquella ejecutando la voluntad social , sin que para ello fuera necesario el consentimiento individual de uno de los socios porque eso llevaría a desconocer que la sociedad constituye una persona jurídica distinta a los socios individualmente considerados .

Fecha: 9 12 08 

Rad. 006-1995-12514-01(06-114)

Acta 98

Proceso: Ordinario 

Decisión de Primera Instancia: Resolvió denegar las pretensiones de la demanda.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Ana Luz Escobar Lozano.  

=0==00==0=

CONTRATO DE MUTUO 

Intereses de plazo 
Límite máximo a las tasas de interés remuneratorio 

Reliquidación del crédito 

Errores de dictamen pericial 

El límite máximo a las tasa de interés remuneratorio que los establecimientos de crédito pueden cobrar o pagar a su clientela sobre todas las operaciones activas y pasivas, únicamente puede señalarlas la Junta Directiva del Banco de la República, por ser una función exclusiva y permanente que le está asignada por el literal e) del artículo 16 de la ley 31 de 1992. 

El cobro de intereses remuneratorios que sobrepasen ese límite fijado por ella como “autoridad monetaria” que es, da lugar a las sanciones estatuidas en el artículo 72 de la ley 45 de 1990 y 884 del Código de Comercio. Esta preceptiva a su vez suple la voluntad de las partes cuando hayan de pagarse réditos de un capital y no se hubiere convenido expresamente por ellas la tasa de interés remuneratorio o moratorio. Por consiguiente, a falta de estipulación expresa de la tasa de interés se aplicará el interés bancario corriente como tasa remuneratoria, sin exceder la tasa máxima señalada por la autoridad monetaria; y para los moratorios se aplicará una tasa equivalente a una y media veces el interés bancario corriente. 

Son protuberantes los errores hallados en el cuerpo del dictamen pericial, errores de tal magnitud que no puede sostener válidamente el resultado al que llegó, de donde se infiere que la objeción planteada se encuentra fundada . 

Fecha: 11 12 08 

Rad. 76001-31-03-014-2000-00225-02

Acta 

Proceso: Verbal (Regulación y Pérdida de Intereses)

Decisión de Primera Instancia: Declaró no probada la defensa formulada, condenó a la demandada a “la pérdida de los valores causados y cobrados en exceso por concepto de intereses de plazo y condena a la entidad devolver lo pagado de más. 

Decisión de Segunda Instancia: Declaró probada la objeción por error grave formulada contra el Dictamen Pericial y Revoca en todas sus partes la sentencia impugnada.

M.P. Carlos Alberto Romero Sánchez .

=0=
EJECUTIVO 

Título valor con espacios en blanco 

Tercero tenedor con buena fe exenta de culpa 

El tenedor del título y demandante con su endosatario es un tercero en relación con el negocio que dio origen a la creación del título , el cual fue celebrado entre los otorgantes del pagaré y  la Cooperativa , según consta en las cartas presentadas como prueba , provenientes ellas de la Institución privada de custodia y administración de valores  y de la Cooperativa en liquidación ; en esas circunstancias , las excepciones personales derivadas de tal negocio no le resultan oponibles a aquél , que se presume por ley como tenedor de buena fe exenta de culpa pues no demostró que no lo fuera , es más , ni siquiera se alegó la exceptio doli.

Ahora, que el tercero tenedor llenó los espacios en blanco correspondiente a las tasas de interés, ello es cierto porque estaban en blanco se dijo , pero ello no implica la prosperidad de las excepciones en estudio , habida cuenta que no se acredito que al llenarlos antes de presentarlo para el ejercicio del derecho que en el se incorpora , lo hiciera en contra de las instrucciones de los suscriptores , toda vez que no aparecen ellas , por lo que sin instrucciones sobre el llenado , debe entenderse que no habiendo manifestación de voluntad al respecto hay una autorización tácita para llenarlo de  acuerdo a lo dispuesto en la norma legal supletiva (artículo 884 del C de Comercio hoy modificado por la ley 510 de 1999 ), como efectivamente ocurrió . Se reitera entonces la improcedencia de esta excepción denominada cobro de lo no debido en los términos expuestos.-  

Fecha: 11 12 08 

Rad. 006 1999 01301 01 (06-115)

Acta 99

Proceso: Ejecutivo 

Decisión de Primera Instancia: Declaro no probadas las excepciones de fondo propuestas, prosiguió la ejecución en la forma indicada en el auto ejecutivo, practicó la liquidación del crédito conforma el artículo 521 del CPC en armonía con la Ley 510 de 1999.

Decisión de Segunda Instancia: Confirmo.

M.P. Ana Luz Escobar Lozano . 

=0=

EJECUTIVO 

Pagaré con espacios en blanco 

Ahora bien, revisando la carta de instrucciones que se dio para ser llenado el título valor, se observa que la misma siguió las pautas establecidas por la entidad vigilante. En ese orden de ideas, se estableció la clase de título valor, se lo identificó, se instruyo acerca de los elementos que no constaban en él y las circunstancias y eventos que facultaban al tenedor para llenarlo. 

Si aquí se refiere nuevamente a la fecha de creación, el artículo 621 del Código de Comercio, daba la solución, así que las partes debían atenerse a ello.

No obstante lo anterior, es decir que efectivamente se cumplieron las directrices de la Superintendencia, de no observarse las mismas, la sanción o sanciones que pudieran impartirse serían dirigidas a la entidad financiera, más no al título, puesto que la ley, en éste caso el artículo mencionado, suplía el vacío.

Fecha: 11 12 08 

Rad. 76001-31-03-008-2003-00023(6235)

Acta 89 

Proceso: Ejecutivo Singular 

Decisión de Primera Instancia: Se abstuvo de continuar con la ejecución, levanto las medidas cautelares y condeno en costas al demandante.

Decisión de Segunda Instancia: Declaro no probadas las excepciones propuestas por la parte ejecutada, como consecuencia de lo anterior revoco el fallo del Juzgado Octavo Civil del Circuito, ordenó seguir adelante con la ejecución y condenó en costas de ambas instancias a la parte ejecutada.

M.P. Flavio Eduardo Córdoba Fuertes.

=0=

EJECUTIVO 

Contrato de promesa de compraventa 

Documento base de recaudo, adosado como letra de cambio sin la firma de su creador. 

La sentencia de instancia echa de menos que la letra de cambio presentada no haya sido firmada por su creador o girador , pues tan solo aparece la firma del aceptante , pero no de quien dio la orden , así las cosas no reúne los requisitos del artículo 621 del Código de Comercio , lo cual conduce a declarar su ineficacia . Si bien contempla la posibilidad de conversión del título, esto es de letra a pagaré, según un sector de la doctrina, encuentra inaplicable dicho concepto pues en primer lugar la norma en que se funda alude a la conversión del contrato nulo y no de los inexistentes, como califica a la especie objeto de la demanda, y en segundo lugar así debió expresarse tanto en la causa petendi como en el petitum demandatorio, aspecto ausente en el presente caso. 

No está llamada a controversia que si falta la firma del girador o creador de la letra, ésta como tal no existe, por cuanto omite un requisito esencial para su validez o existencia, como quiera que estructuralmente las letras son órdenes de pagar, esta conclusión es unánime y pacífica tanto en la doctrina como en la jurisprudencia.

La discusión surge frontal cuando se habla de la conversión del negocio jurídico , pues un amplio sector aboga por la conversión de letra a pagaré , como quiera que reuniría los requisitos del artículo 621 y 709 del estatuto mercantil , al paso que otro sector no menos importante propugna por no reconocer dicha conversión y está de acuerdo en concederle valor de acuerdo a las normas del derecho común y no cambiario , todo con base en la previsión del inciso 2° del artículo 620 del Código de Comercio que a la letra enseña: La omisión de tales menciones y requisitos (firma del creador en este caso ) no afecta el negocio jurídico que dio origen al documento o al acto , pero el inciso primero concluye que dichas omisiones conducen a que no produzcan los efectos previstos para los título valores . Agregaban entonces que el demandante se vería precisado a adelantar ciertas diligencias previas de las señaladas en el artículo 489 del C. de P. C., tales como el reconocimiento del documento, requerimiento para constituir en mora, notificación de la cesión, según el caso. 

Para los efectos prácticos de esta providencia tomamos de partida por la segunda tesis, es decir que dicho documento no tiene eficacia o existencia como letra de cambio, por la anotada omisión, y que tampoco se convierte en pagaré cambiario, entre otras razones porque la estructura de la letra difiere de la del pagaré, sino que su eficacia y virtualidad como título ejecutivo deberá ser analizada a la luz del derecho común y no cambiario.

Fecha: 11 12 08 

Rad. 76001-31-03-003-1996-10957-01-202

Acta 066

Proceso: Ejecutivo Singular 

Decisión de Primera Instancia: Declaró la terminación del proceso y el levantamiento de las medidas cautelares decretadas.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca. 

M.P. Homero Mora Insuasty.

=0=

EJECUTIVO HIPOTECARIO 

Prescripción de la acción cambiaria 

Demandante cambió varias veces de abogado, varió el sitio de notificación de los 

demandados y entre una y otra petición desperdició tiempo 

Si bien por las informaciones de la actora se desplegó actividad judicial para notificar a los demandados en las direcciones del exterior que ella indicaba y solamente se logró pasados los tres años , el Banco no reprochó esas actuaciones , bien pudo hacer la petición de emplazamiento en debida forma o interponer los recursos disponibles si no fue escuchada y aún, acudir a la acción de tutela en caso de que no lo fuera , mas el demandante cambió varias veces de abogado , varió el sitio de notificación de los demandados y entre una y otra petición desperdició el tiempo , tuvo tres años para actuar de manera diligente . En ese orden de acontecimientos, resulta forzado acudir en exceso de subjetivismos para liberar al demandante de la carga de notificar al demandado, cuando la jurisprudencia y la doctrina han acudido a esa manera de interpretar lo han hecho sobre el término que la Ley concede para interrumpir una prescripción próxima a cumplirse, no cuando se ha dejado transcurrir todo el término de prescripción como en este caso.

Fecha: 11 12 08 

Rad. 010-2002-00106-01

Acta 100 

Proceso: Ejecutivo Hipotecario 

Decisión de Primera Instancia: Declaró probada la excepción de prescripción de la acción cambiaria.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Jorge Jaramillo Villareal.

=0=
EJECUTIVO HIPOTECARIO 

Reestructuración del crédito 

Ahora bien, si analizamos con detenimiento la sentencia C-955 de 2000, bien se puede establecer que al momento de revisar la exequibilidad de la Ley 546 de 1999, dispuso la terminación del proceso sin más trámite, una vez se allegare la reliquidación por parte del banco. No se dijo, como lo mal entiende la funcionaria de primera instancia, que había que reestructurar el crédito, por el contrario al declarar la exequibilidad del art. 20 de la citada ley, condicionó la reestructuración del crédito a una solicitud por parte del deudor y la verificación de las condiciones económicas del mismo. 

Si la sentencia C- 955 de 2000 no impone obligaciones adicionales a las entidades crediticias más que la de reliquidar los créditos para que se termine el proceso, no es atendible que el juez sí lo disponga con fundamento en sentencias de tutela que tienen efectos inter partes y no erga omnes y vinculantes como las sentencias de constitucionalidad. 

Fecha: 11 12 08 

Rad. 76001-31-03-007-2006-00262-01-203

Acta 066 

Proceso: Ejecutivo Hipotecario 

Decisión de Primera Instancia: No siguió adelante la ejecución por falta de compulsividad del título, disponiendo el levantamiento de las medidas cautelares y la condena en costas al ejecutante.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca. 

M.P. Homero Mora Insuasty.

=0=

EJECUTIVO MIXTO 

Prescripción de la acción cambiaria 

Prescripción extintiva y la interrupción.

Término de prescripción puede interrumpirse civil o naturalmente.

La prescripción puede interrumpirse civil o naturalmente, suspenderse o renunciarse. Sobre la interrupción civil de la prescripción, el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el artículo 10 de la Ley 794 de 2003 (Vigente desde el 9 de abril de 2003), determina que se tendrá como fecha de interrupción la de la presentación de la demanda, siempre que el mandamiento ejecutivo se notifique al demandado dentro del término de un (1) año contado a partir del día siguiente a la notificación al demandado. Con anterioridad la norma señalaba un término de 120 días siguientes contados desde el día de la notificación de mandamiento de pago al demandante; claro está, que la conducta del demandante, de los demandados o del juzgado, juega un papel determinante en la ocurrencia de la interrupción civil porque el año de hoy o los ciento veinte días de antes pueden transcurrir a pesar de la diligencia del demandante , por la demora del juzgado o por los obstáculos que el demandado ponga para impedir la notificación (C.S.J.-Sala de Casación Civil , Sentencias del 19 de noviembre de 1976, 20 de septiembre de 2000 entre varias ).

La prescripción no logró consolidarse aunque los herederos determinados e indeterminados de la causante se hayan notificado después de transcurridos los tres años porque la notificación a un solo signatario del mismo grado interrumpe la prescripción para todos los demás (Art.792 del C.P.C.).

Es verdad que la interrupción del proceso es diferente de la interrupción de la prescripción como lo afirman los apelantes, pero, la primera tiene incidencia en la segunda cuando se afecta la notificación del auto admisorio de la demanda o el mandamiento de pago como aquí ocurrió.

Fecha: 11 12 08 

Rad. 010-1999-00237

Acta 101 

Proceso: Ejecutivo Mixto 

Decisión de Primera Instancia: Se declaró impróspera la excepción de prescripción ordenando seguir adelante la ejecución.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Jorge Jaramillo Villareal .

=0=
EJECUTIVO SINGULAR 

Legitimación en la causa 

Respecto del presupuesto material de la pretensión atinente a la legitimación en la causa por activa o pasiva hoy es lugar común afirmar que no es un presupuesto del proceso sino cuestión atinente a la titularidad del derecho de acción o contradicción. En otros términos, se dice que sólo está legitimado en la causa como demandante la persona que tiene el derecho que reclama, y como demandado, quien es llamado a responder, por ser, según la ley , el titular de la obligación correlativa ; de otra parte la ausencia de este presupuesto material no conduce a fallo inhibitorio sino a sentencia desestimatoria de las pretensiones , como lo tiene decantado la jurisprudencia y la doctrina . 

A espacio hemos discurrido sobre la ilegitimidad del patrimonio autónomo para proceder al cobro del derecho de crédito incorporado en el pagaré objeto del proceso, por lo cual se impone la revocatoria de la providencia fustigada y de paso nos releva del estudio y consideración de los medios exceptivos enrostrados, aunque de alguna manera se acoge el planteamiento esbozado en tal sentido por la parte ejecutada. 

Fecha: 11 12 08 

Rad. 76001-31-03-014-2004-00063-01-212

Acta 066 

Proceso: Ejecutivo Singular.

Decisión de Primera Instancia: La a-quo dispuso seguir adelante la ejecución y el consecuente remate de los bienes embargados o que se llegaren a embargar.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca la sentencia apelada. 

M.P. Homero Mora Insuasty.

=0=

EJECUTIVO SINGULAR 

Prescripción de la acción cambiaria 

Facultades del curador ad litem 

Tiene entonces el curador ad litem facultad para formular las excepciones que podría esgrimir el demandado frente a la acción ejercida y siendo una de ellas la de prescripción, bien puede alegarla pues lo que se pretende con su intervención es garantizar el derecho de defensa de quien no esté presente directamente en el proceso. Lo que no se le permite a dicho auxiliar es disponer el derecho en litigio, pero es lo cierto que ello no es lo que implica la alegación de la excepción de prescripción como se ha indicado por la jurisprudencia y la doctrina. 

Ahora, considera el apelante que el auxiliar de justicia no está facultado para formular la excepción de prescripción de la acción cambiaria porque implica disposición del derecho en litigio.

No comparte la Sala la anterior postura, porque si el fin especifico de la curaduria ad litem es la defensa de los intereses y derechos del representado, al curador le corresponde en ejercicio de sus facultades cumplir tal objetivo y por ello sin duda, debe formular las excepciones previas y de fondo que entienda configuradas sin que ello signifique disponer del derecho en litigio sino asumir una defensa (art.29 C.N.).Por el contrario, el no ejercer la excepción de prescripción de la acción cambiaria si se cumplen los requisitos para ello si podría significar la disposición del derecho en litigio, tal como lo señala la doctrina citada en punto anterior.

Fecha: 15 12 08 

Rad. 013-2002-00267-01(07-131)

Acta 101 

Proceso: Ejecutivo Singular 

Decisión de Primera Instancia: Declaró probada la excepción de mérito denominada “Prescripción de la acción Cambiaria “y en consecuencia negó las pretensiones de la demanda.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Ana Luz Escobar Lozano.
=0=
IMPUGNACION DE ACTAS DE ASAMBLEA 

EXTRAORDINARIA 

Requisitos para convocatoria 

Estatuto del Colegio de Jueces de Paz de Santiago de Cali.
Es claro, que la convocatoria a la asamblea general ordinaria corresponde a la Junta Directiva, tal y como lo establece el estatuto social del Colegio , pero en el caso que ocupa la atención de la Sala , se trató de la convocatoria a una “asamblea general extraordinaria” , la cual fue convocada por un número de 60 colegiados , con fundamento en art. 15 del Estatuto , es decir , por más del 25% de los afiliados al Colegio que en total son 125 , según información que aparece en el acta del 29 de septiembre de 2002 , y se demuestra con el listado de colegiados convocantes  y la citación a Asamblea General Extraordinaria de fecha 16 de septiembre de 2002 , de tal manera la gestión desplegada por los afiliados , de ningún modo desconoce el artículo 17 del Estatuto como lo señala el demandante . 

Fecha: 09 12  08 

Rad. 76001-31-03-005-2003-00047-01 

Acta 079

Proceso: Abreviado.

Decisión de Primera Instancia: No accedió a las pretensiones de la demanda.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Carlos Alberto Romero Sánchez. 

=0=
PERTENENCIA 

Prescripción extraordinaria 

En el presente caso convergen los requisitos de ley para la procedencia de las pretensiones de la actora y están satisfechas las ritualidades procesales, ya que a excepción del demandado determinado que fue notificado personalmente, guardando silencia, los indeterminados fueron debidamente emplazados y se hicieron las publicaciones de prensa y radio, cumpliéndose la notificación con el curador ad litem designado, quien no propuso excepciones ni se opuso a la pretensiones.

Fecha: 15 12 08 

Rad. 015-1999-0147-01.

Acta 60 

Proceso: Ordinario 

Decisión: Confirma.

M.P. Julio César Cabrera Realpe. 

=0=
PRESCRIPCION DE LA ACCION CAMBIARIA 

Facultades del curador ad litem 

La excepción de prescripción propuesta por la curadora ad litem del demandado estaba llamada a prosperar, como lo resolvió la juez del conocimiento.- 

Ahora, considera el apelante que dicho auxiliar de justicia no está facultado para formular tal excepción porque implica disposición del derecho en litigio.

No comparte la Sala la anterior postura, porque si el fin especifico de la curaduria ad litem es la defensa de los intereses y derechos del representado, al curador le corresponde en ejercicio de sus facultades cumplir tal objetivo y para ello sin duda, debe formular las excepciones previas y de fondo que entienda configuradas sin que ello signifique disponer del derecho en litigio sino asumir una defensa (art.29 C.N.)

Por el contrario, el no ejercer la excepción de prescripción de la acción cambiaria si se cumplen los requisitos para ello si podría significar la disposición del derecho en litigio, tal como lo señala la doctrina citada en punto anterior.

Además, lo que le esta prohibido al curador está específicamente señalado por la ley, v.gr, desistir (art. 343 C.P.C.) y lo cierto es que la prohibición de formular la excepción de prescripción no esta contemplada en la norma ni se puede deducir de lo dispuesto en el artículo 2513 del C.C., que consagra la prohibición de declararla de oficio por el juez, no de formularla para el curador ad litem. 

Y en cuanto a la imposibilidad del curador ad litem de proponer la excepción de prescripción tampoco puede fundarse en el desconocimiento de la voluntad del deudor para hacerlo pues tal como lo dispone el artículo 46 del C.P.C. citado, las funciones de aquel cesan cuando comparece el representado, quien podrá interrumpir el término prescriptivo o renunciar a él, en su caso. 

Fecha: 11 12 08 

Rad. 005 2000 02698 01 (06-133)

Acta 99

Proceso: Ejecutivo Singular.

Decisión de Primera Instancia: El juez dispuso tener por probada la excepción de prescripción de la acción cambiaria derivada del pagaré base de recaudo. 

Decisión de Segunda Instancia: Confirma. 

M.P. Ana Luz Escobar Lozano.
=0=
PRESCRIPCION EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA DE DOMINIO 

Predio  propiedad del Municipio

Los terrenos ejidos no están sujetos a la prescripción 

El inmueble tratado no ha dejado de ostentar la calidad de ejidal aunque sea poseído por la demandante por el espacio de tiempo que la ley exige para cualquier clase de prescripción adquisitiva.

Entonces, respecto de este inmueble, no puede declararse la pertenencia por expresa prohibición legal; si bien por sus características el Municipio no pudo haberlo enajenado, como eso no sucedió, la demandante necesariamente debe acudir a los mecanismos administrativos correspondientes para que le transfieran la propiedad.

Fecha: 11 12 08 

Rad. 001-2004-00376-01

Acta 100 

Proceso: Ordinario declarativo de pertenencia 

Decisión de Primera Instancia: Negó las pretensiones teniendo en cuenta la respuesta dada por la Secretaría de Vivienda Social del Municipio de Santiago de Cali en la que informó que el predio es de propiedad del Municipio.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Jorge Jaramillo Villareal.

=0=

RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL 

Contrato de seguro de vida. 

Postulado de la buena fe opera en vía doble.

El deber de información de la aseguradora para con su cliente no puede entenderse colmado o cumplido con la expedición de una orden o memorando interno de la compañía que está expide para uno de sus agentes o vendedores, mismo que funge como asesor de uno de sus inveterados clientes.

Empero, aún en gracia de creerse que la aseguradora haya librado un memorando interno en procura de ponerle condiciones a la aceptabilidad de la póliza, es apodíctico que dichos requerimientos fueron posteriores al comportamiento negocial ( o precontractual) de la aseguradora desplegado por intermedio de su asesor , y llegados a este punto de análisis se abren aquí por cierto dos premisas , por una parte – de cara al hecho cumplido , también posterior a la cobertura de los formatos de rehabilitación , del estado de salud del asegurado como consecuencia del accidente , que es muy sospechosa de quebranto de la lealtad contractual , en la vía de observancia de ese deber infranqueable de buena fe , la exigencia de tales requerimientos médicos por parte de la compañía a su inveterado cliente en ese tipo de póliza , y por otra , que entendido en toda su extensión ese otro deber de información en lo que a la aseguradora correspondía , era violatorio del mismo que sólo de manera posterior a la señal que se le entregaba al cliente al recibirle un dinero a título de pago de parte de la prima , al haberlo atendido en sus propias instalaciones (las de la aseguradora), al haber persistido en contactarlo para que suscribiera la rehabilitación ( lo que es contrario a ponerle cortapisas en la vía de querer restablecer los vínculos negociales ), y al haberle recibido el pago de la prima , esto es al darle muestras inequívocas de querer consentir en la póliza , que solo de manera posterior a ello, se itera , se exhibiese sorpresivamente unos nuevos requisitos . 

Fecha: 11 12 08

Rad. 76-001-31-03-010-2004-00250-01

Acta 073

Proceso: Ordinario.

Decisión de Primera Instancia: Negó las pretensiones de la actora.

Decisión de Segunda Instancia: Revocó y Condenó a la Compañía de Seguros de Vida.

M.P. Julián Alberto Villegas Perea .

=0=
RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL 

Pagaré a favor de un banco.

Seguro de vida.

La Corte Suprema de Justicia ha afirmado que en el seguro de vida grupo de deudores se asume específicamente el suceso incierto de la muerte del deudor sin dejar de lado que se cubra también el riesgo de la incapacidad permanente total del deudor . Se asegura la muerte independientemente de si el patrimonio que deja permite que la acreencia le sea pagada a la entidad bancaria prestamista, no se asegura la imposibilidad de pago del lugar por causa de muerte porque esto tendrá un contenido patrimonial y se asemejaría a una póliza de seguro de crédito. 

Es un seguro de vida hasta por el saldo de la deuda al momento de su muerte, o al momento de su incapacidad total y permanente, con el único y exclusivo fin de aplicar su valor a la deuda del asegurado. El valor asegurado no excederá el del saldo insoluto del crédito. 

En el presente caso en ningún momento se controvierte sí se tomó o no esa clase de seguros, sino que la pugna brota frontal cuando la parte demandante imputa culpa y de contera responsabilidad al banco (tomador y beneficiario ) , por no haber asegurado el saldo insoluto del crédito , al paso que el banco finca su exculpación en que sobre dicho tópico campea la autonomía de la voluntad y la libertad contractual o de la autonomía de la voluntad , como que se trata de una actividad que presenta una marcada intervención y regulación estatal , como quiera que en ella está involucrado el interés público , sobre el punto para la época de la celebración del contrato de mutuo génesis del debate se tiene que estaban vigentes la Resolución 2735 de 1990 y la Circular Externa 037 del mismo año , expedidas por la Superintendencia Bancaria . 

De tal preceptiva se concluye sin ninguna hesitación que el tomador y beneficiario de dicho seguro será únicamente el acreedor en concurrencia del saldo insoluto de la deuda , entendiéndose por tal el capital no pagado , más los intereses corrientes , calculados hasta la fecha de fallecimiento del asegurado , en caso de mora se comprenderán además los intereses moratorios y las primas de seguros de vida grupo deudores no cancelados por el deudor .

Fecha: 11 12 08 

Rad. 76001-31-03-06-1999-00019-02-239

Acta 066

Proceso: Ordinario de Responsabilidad Civil contractual. 

Decisión de Primera Instancia: Declaró que el Banco  incumplió el contrato de mutuo y lo condena a pagar daño emergente y niega el reconocimiento de intereses sobre la suma a devolver y el lucro cesante. 

Decisión de Segunda Instancia: Confirma y modifica el num. 4°.

M.P. Homero Mora Insuasty. 

=0=

RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL 

Responsabilidad médica 

Falla en el servicio. Responsabilidad de las instituciones es de carácter objetivo 

Responsabilidad del médico es de carácter subjetivo.

Carga de la prueba 

Yerros de diagnóstico y errores en el tratamiento.

Falta de necropsia 

Ahora bien, según se pinceló antes existen diferencias sustanciales entre la responsabilidad que recae en las instituciones públicas y privadas, como aquellas que se originan del procedimiento adelantado por el profesional de la salud , o sea las que atañen al acto médico y quirúrgico propiamente dicho . La responsabilidad de las instituciones es de carácter objetivo, o sea que están llamadas a responder patrimonialmente por el accidente ocurrido, o como lo ha denominado la ciencia del derecho penal, por “la imputación fáctica, debiendo en consecuencia explicar las razones por las cuales se presentó la “falla del servicio”, traducida en una lesión, o muerte del paciente, en otras palabras, podríamos decir que se presume la responsabilidad de la institución. La responsabilidad del médico por el contrario, vista de manera individual, es de carácter subjetiva pues el médico se presume inocente ya que se halla amparado por las presunciones del artículo 29 de la Constitución, de tal forma que quien pretenda atribuirle una responsabilidad debe demostrar que el profesional actúo con dolo o culpa grave, caso en el cual el médico tendrá que entrar a responder solo por el manejo que le dio al paciente.

En conclusión, para las instituciones se predica la “falla del servicio”, o la “falla presunta”, mientras que para los segundos se reputa la “presunción de inocencia”.

El Consejo de Estado , ha precisado los criterios en materia de responsabilidad médica para señalar que : (i) Corresponderá al demandante probar la falla del servicio , salvo en los eventos en los cuales le resulte “excesivamente difícil o prácticamente imposible” hacerlo ; (ii) de igual manera , corresponde al demandante aportar la prueba de la relación de causalidad , la cual podrá acreditarse mediante indicios en los eventos en los cuales le “resulte difícil – si no imposible -… la prueba directa de los hechos que permiten estructurar ese elemento de la obligación de indemnizar”;(iii) en la valoración de los indicios tendrá especial relevancia la conducta de la parte demandada , sin que haya lugar a exigirle en todos los casos que demuestre cuál fue la causa real del daño ;(iv) la valoración de esos indicios deberá ser muy cuidadosa , pues no puede perderse de vista que los procedimientos médicos se realizan sobre personas que presentan alteraciones en su salud ; y,(v) el análisis de la relación causal debe preceder el de la falla del servicio.

Recuérdese, tal como lo expresado la doctrina y jurisprudencia patria , que la responsabilidad puede surgir como resultado de incurrir en yerros de diagnóstico y errores en el tratamiento , ya porque se actúe con negligencia o impericia en el establecimiento de las causas de la enfermedad o en la naturaleza misma de está , ora porque a consecuencia de aquello ordene medicamentos o procedimientos de diversa índole inadecuados que agravan el estado de enfermedad , o bien porque ese estado de agravación se presenta simplemente por exponer al paciente a un riesgo injustificado que no corresponda a sus condiciones clínico – patológicas .

Pese a que el perito forense no pudo establecer la causa del fallecimiento de la menor (ello debido a la falta de la necropsia y al escaso material probatorio ), desde luego que esa circunstancia no puede correr en contra de los demandantes , pues – conforme lo concibe el Consejo de Estado – si bien corresponde a estos probar la falla del servicio , pueden exonerarse de ello cuando les resulte “excesivamente difícil o prácticamente imposible “ hacerlo . 

Fecha: 11 12 08 

Rad. 76-001-31-03-011-2001-00096-01

Acta 073

Proceso: Ordinario 

Decisión de Primera Instancia: Declara probadas todas las excepciones propuestas por la entidad demandada, y niega entonces las pretensiones de la demanda.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca. 

M.P. Julián Alberto Villegas Perea.

=0=

RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL 

Contrato verbal de transporte de mercancía 

No hay elementos de juicio suficientes para dictaminar la existencia de un contrato de transporte entre las partes de este proceso, ni los documentos, ni los testimonios señalan condiciones contractuales a las cuales se hayan sujetado el demandado y el demandante. Es aventurada entonces la conclusión a la que arribó el a-quo al atribuir una responsabilidad contractual al demandado, cuando la foliatura no revela la existencia del negocio jurídico en que se soportan las pretensiones.

Es de vital importancia la demostración incontestable de la existencia del contrato de transporte, pues ese acuerdo que es ley para las partes, mide la extensión y calado de los derechos y correlativas obligaciones, bajo ese tenor podrá establecerse en consecuencia si hubo o no cumplimiento, o si este fue tardío o defectuoso, pues solo en esa medida podrá establecerse también la respectiva responsabilidad y su cuantificación, aspectos completamente ausentes en la especie bajo estudio. 

Fecha: 11 12 08 

Rad. 76001-31-03-002-2001-00006-01-226

Acta 066

Proceso: Ordinario.

Decisión de Primera Instancia: Condena al demandado.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca.

M.P. Homero Mora Insuasty.

=0=
RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL 

Prescripción de la acción.

Accidente de tránsito. Lesiones personales.

Concurrencia de culpas 

Habiéndose demandado a la contraparte, en su condición de propietario del vehículo, se debe concluir que su responsabilidad es directa, y por lo tanto los términos de la prescripción son veinte años y no de tres, careciendo de fundamento la excepción denominada incongruencia en la alzada y/o prescripción de la acción.

Sobre el otro reclamo elevado por el apelante , vale decir , no tener en cuenta la culpa en que incurrieron los demandados a efectos de tasar el daño , deberemos señalar que para que sea viable la compensación de culpas (Art. 2357 C.C.),se requiere como presupuesto indispensable que exista un comportamiento de la víctima que tenga incidencia directa en el daño . 

Para que opere la compensación de culpas , debe establecerse la culpa en que incurrió la víctima , y en este caso , no milita prueba en el expediente , salvo algunas inferencias y manifestaciones contenidas en las decisiones de primera instancia penal , que acredite que el menor , venía sin casco que le impidiera sufrir las lesiones que finalmente sobrellevó como consecuencia del accidente de tránsito .

Pero es más , aún aceptando en gracia de discusión que tal hecho se encontrará suficientemente probado , el mismo carecerá de eficacia y de idoneidad para que se lo pudiera señalar como un motivo que coadyuvó a determinar la producción del accidente , pues dicha causa por sí sola fue , sin duda ninguna , la invasión del carril en contravía del vehículo conducido por el primer demandado y de propiedad del segundo, de suerte que como la susodicha concurrencia de culpas evidentemente no tuvo suceso , la demandada no puede resultar favorecida con una reducción en la indemnización a su cargo , por cuanto en ese orden de ideas el supuesto previsto en el mencionado artículo 2357 no alcanzó efectiva configuración . 

Fecha: 05 12 08 

Rad. 015-2001-00810-01.

Acta 77 

Proceso: Ordinario 

Decisión de Primera Instancia: Desestimo las excepciones de mérito planteadas por los demandados, acogiendo las pretensiones de los demandantes por estar demostrados los presupuestos de la responsabilidad civil extracontractual, los daños y su cuantificación, sin existir prueba en contrario. 

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. César Evaristo León Vergara.

=0=

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL 

Responsabilidad en actividades peligrosas 

Accidente de tránsito 

Efectos de la cosa juzgada penal absolutoria 

Inútil es pretender alegar inexistencia de culpa, con apoyo en una insólita asignación de

responsabilidad por parte de la guarda de tránsito que, de existir, jamás tendría la virtualidad de revelar al juez del proceso.

En principio debe dejarse en claro que en materia criminal y como principio general , todo hecho punible origina la obligación de reparar los daños materiales y morales que de él provengan , obligación que prevalece sobre cualquiera otra que contraiga el responsable .

Más la ley procesal penal consagra excepciones a esta regla , fundadas en lo dispuesto por el artículo 57 de la Ley 600 de 2000 vigente para entonces , al establecer los efectos de la cosa juzgada penal absolutoria , de donde la acción civil “ no podrá iniciarse ni proseguirse “ cuando se haya declarado , por providencia en firme que : a) el hecho causante del perjuicio no se realizó ; b) que el sindicado no lo cometió ; c) que obró en estricto cumplimiento de un deber legal o d) que actuó en legítima defensa .

Es palmar que esas cuatro causales de justificación, taxativamente señaladas en la ley adjetiva penal, no puede ser de recibo en este asunto, en tanto que la decisión penal descansa en la presunción de inocencia o indubio pro reo y no en alguna de las causales descritas, que permitan determinar que para la justicia penal el procesado no es culpable o no es responsable del hecho.

Tratándose de hechos causados por cosas utilizadas en actividades de las reputadas peligrosas, campea la presunción que se establece en contra del demandado o del propietario o guardián de la cosa, o de las personas que debían vigilar y cuidar al tercero, presunción que éste se encuentra obligado a destruir, al punto que de no demostrar que el hecho era imprevisible e irresistible a la vez, será condenado inevitablemente al pago de perjuicios. 

Fecha: 10 12 08 

Rad. 76001-31-03-008-2002-00701-02

Acta 080 

Proceso: Ordinario 

Decisión de Primera Instancia: Dio probados “los supuestos de hecho de la responsabilidad civil extracontractual. 

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Carlos Alberto Romero Sánchez.

=0=
RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL 

Responsabilidad en actividades peligrosas 

Accidente de tránsito 

Culpa exclusiva de la víctima 

Cosa juzgada penal 

Tanto la jurisprudencia como la doctrina al unísono pregonan que si el fallo penal absolutorio ejecutoriado encaja en uno cualquiera de los eventos previstos en la citada disposición , tendrá efectos erga omnes y por lo tanto la acción civil no podrá iniciarse o proseguirse : vale decir que dicha decisión queda al abrigo de cualquier duda y no puede ser cuestionada por ninguna otra autoridad y menos por los particulares .Adquiere , en razón de la coherencia del sistema jurídico , de la unidad de jurisdicción con sus especialidades , de la seguridad jurídica y la confianza social en el aparato judicial , una especie de blindaje quedando a salvo de posteriores ataques , sobre todo cuando ante otra especialidad de la misma jurisdicción se intente nuevamente revivir la controversia .

Lo que la jurisprudencia advierte es que la especialidad civil no puede limitarse a remedar el fallo penal, sino que debe auscultar, ex abundante cautela, si la calificación que en él se hizo de la causa extraña obedece a una adecuada valoración del hecho respectivo , es decir si efectivamente dicha calificación tiene plena correspondencia con lo que en estricto rigor jurídico se denomina causa extraña , porque de no ser así la providencia penal no será más que un cascarón vacío, resultando simple apariencia la inclusión que de los hechos se hizo en la causal comentada .

Es lo cierto que la evaluación probatoria realizada por el juez de instancia lo conduce a la misma conclusión a la que llegó la Fiscalía, es decir que el lamentable accidente se produjo por culpa exclusiva de la víctima, para ello toma en cuenta el informe de tránsito rendido y el croquis levantado, así como los “testimonios“recaudados que vienen a corroborar el actuar culpable del viandante como única causa del siniestro. 

En criterio de la Sala el señor juez debió en primera instancia y como imperativo para salvaguardar la coherencia y unicidad del sistema jurídico aplicarse a examinar si real y efectivamente la decisión de la fiscalía encajaba en cualquiera de las eventualidades taxativas a que alude la norma y que impide que la acción civil pueda iniciarse o proseguirse , pues ha hecho tránsito a cosa juzgada con efectos erga omnes , y por tanto no puede ser desatendida por ninguna autoridad y menos por los particulares , en tal evento se afirma que tiene la virtualidad de silenciar al juez civil , y debe evitarse una lamentable prodigalidad procesal para luego llegar a la misma conclusión .

Fecha: 11 12 08 

Rad. 76001-31-03-002-2002-00517-254

Acta 066

Proceso: Ordinario civil extracontractual.

Decisión de Primera Instancia: Desestima las pretensiones y condena a la parte demandante.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Homero Mora Insuasty.

=0=
SIMULACION 

Prueba indiciaria.

El art. 1766 prevea la posibilidad de que exista disparidad entre la voluntad exteriorizada y la voluntad interna o intención, porque una cosa se “pacta” en la escritura pública y otra en la privada. En este caso, la voluntad o intención real consignada en la escritura privada no produce efectos contra terceros quienes se atienen al instrumento público contentivo de la voluntad exteriorizada, Esta última clase de voluntad, si no se da la coincidencia, genera los llamados negocios simulados cuya utilización en el tráfico jurídico ha dado pie a numerosos pronunciamientos doctrinales y jurisprudenciales que los toman como una práctica generalizada. 

Indicó la Corte que la situación es distinta , en relación con terceros que nada tuvieron que ver con la pantomima , para concluir que , respecto de ellos , prevalece la voluntad declarada . Luego se adentra por el escabroso sendero de la prueba, puntualizada cómo, antes del Código de Procedimiento Civil de 1971, si la acción de prevalencia era ejercida por las partes contratantes una era la forma de acreditar la simulación, y otra si era ejercida por terceros, para advertir cómo a la luz del código vigente esa distinción perdió sentido pues hoy tanto partes como terceros gozan de amplitud probatoria, sin límite alguno.

Fecha: 15 12 08 

Rad. 004-1998-0849-01

Acta 60 

Proceso: Ordinario 

Decisión de Primera Instancia: El Juez dijo no existir pruebas suficientes en el plenario para concluir que esa venta era también simulada. 

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Julio César Cabrera Realpe 

=0=
SALA DE FAMILIA
INTERDICCION JUDICIAL POR DEMENCIA 

Inventario de bienes del incapaz 

Citación de intereses en el ejercicio de la guarda 

El dictamen pericial anteriormente reseñado le ofrece poder de persuasión a la Sala , para dar por establecida la demencia del señalado incapaz , porque además de que es el medio de convicción por excelencia para comprobar una afección patológica mental como la que esté padece , se observa que fue practicado por médico psiquiatra , vale decir , por especialista en dicha área de la ciencia médica , cuya solvencia científica en la materia lo hace confiable , quien previo examen personal del paciente expresó sus hallazgos clínicos y fundamentó sus apreciaciones , a todo lo cual se suma la consideración de que además de que fue sometido a contradicción , desde el punto de vista procedimental se sujetó al rito previsto .

El punto 2°, a objeto de complementarlo en el sentido de expresar que aunque el inventario de bienes del incapaz que debe diligenciar la curadora, es el solemne contemplado como regla general en el artículo 471 del C.C., esto debe entenderse sin perjuicio de que a su solicitud elevada ante la a quo, y con sujeción al trámite previsto en el artículo 470 ibídem, se le autorice reemplazarlo por un apunte privado. 

Cree la Sala necesario reiterarle al a quo la necesidad de que ajuste a las previsiones legales el trámite de estos procesos , en punto de la citación de interesados en el ejercicio de la guarda , conforme a los precisos lineamientos trazados por el Tribunal en sinnúmero de ocasiones , muy a pesar de lo cual , en una muestra de censurable desatención , persiste en incurrir en el error de citar parientes “para ser oídos “, y en desmedro de la celeridad en la definición del asunto , hacer incurrir en gastos innecesarios a los usuarios de la justicia al disponer , como en este proceso lo hizo , una genérica citación edictal a interesados en el ejercicio de la guarda publicada en prensa , que la ley no contempla . 

Fecha: 06 11 08 

Rad. 2007 00554 01 

Acta 90 

Proceso: Interdicción Judicial por Demencia.

Decisión de Primera Instancia: Accedió a las pretensiones de la demanda decretando la interdicción judicial, designo guardadora al interdicto. 

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos.

UNION MARITAL DE HECHO 

Sociedad patrimonial entre compañeros permanentes 

Disolución por muerte de uno de los compañeros 

Fecha en que entró en vigencia la Ley 54 de 1990

Con estos elementos probatorios debe la Sala declararse persuadida de la comunidad de vida singular y notoria entre la demandante, y el causante, quien ha sido representado en este proceso por sus herederos, comunidad que sirve de base para una sociedad patrimonial entre los mencionados compañeros permanentes, cuya disolución debe declararse, ante la evidencia del óbito del compañero. 

Como la parte actora logró probar la comunidad de vida entre la pareja en vigencia de la Ley 54 de 1990, debe presumirse la existencia de la sociedad patrimonial, que se mantuvo entre el 31 de diciembre de 1990 fecha en que entró en vigencia la mencionada Ley, hasta el 9 de enero de 2002 fecha de la muerte del causante. 

Fecha: 05 11 08

Rad. 76 001 31 10 001 31 10 001 2004 00382 01. 

Acta 71 

Proceso: Ordinario de Declaración de Existencia de Unión Marital de Hecho.

Decisión de Primera Instancia: Declaró fundadas las pretensiones de la demanda.

Decisión de Segunda Instancia: Modifica los puntos 2,3y4 de la sentencia.

M.P. José Luís Aramburo  Restrepo.
Aclaración de Voto: El H. Magistrado Dr. Julio César Piedrahita Sandoval aclara su Voto respecto de la vigencia de la Ley 54 de 1990 y expone que: “…para mí comenzó a regir el primero de enero de 1991 y no el 31 de diciembre de 1990.”
SALA LABORAL
CONTRATO DE TRABAJO 

Primacía del contrato realidad

No depende de la apariencia contractual que se haya adoptado, de allí que el alcance del principio de la primacía de la realidad pretende esencialmente es demostrar la existencia de un contrato de trabajo. 

Al respecto la sentencia C-555 de 1994, dice que la prestación efectiva del trabajo, por sí sola, es suficientes para derivar derechos a favor del trabajador, los cuales son necesarios para asegurar su bienestar, salud y vida. Las normas laborales nacionales e internacionales, en atención a la trascendencia del trabajo y a los intereses vitales que se protegen, están llamadas a aplicarse de manera imperativa. Es decir, sin reparar en la voluntad de las partes o en la calificación o denominación que le hayan querido dar al contrato. Por lo anterior, si se acredita la existencia de un trabajo subordinado o dependiente de las órdenes que le imparte la parte contratante, se tipifica el contrato de trabajo con derecho al pago de las prestaciones sociales, así se le haya dado la denominación de un contrato de prestación de servicios independiente. 

Fecha: 28 11 08

Rad: 01120040063301

Acta: 056

Proceso: Ordinario

Petición: Declaración de la existencia de un contrato de trabajo, y pago de las prestaciones sociales

Decisión de primera instancia: Absuelve

Decisión de segunda instancia:  Revoca 

MP. Jorge Eliécer Mosquera Trejos

=00=

CONTRATO DE TRABAJO

Primacía de la realidad
Contrato de trabajo verbal y contrato a término fijo

 indemnización por no consignación de cesantía e indemnización por despido injusto.

La demandada refiere que la relación laboral inició el 01 de enero de 1999 mediante contrato a término fijo de un (1) año, y suscribió varios contratos de esta modalidad, siendo el último del 01 de febrero hasta el 31 de diciembre de 2002, no obstante ello, se observa que esta vinculación no tuvo interrupción alguna, pues si bien es cierto se aporta la carta de preaviso del 15 de noviembre de 1999, 29 de noviembre de 2001 y 20 de noviembre de 2002, también lo es que en los demás periodos no se dieron las mismas, pues brillan por su ausencia en el plenario, lo que significa que habiendo iniciado la vinculación laboral desde el 15 de octubre de 1995n y culminando el 31 de diciembre de 2002 no tuvo interrupción alguna, es decir  que inició bajo la modalidad de contrato verbal a término indefinido y así concluyó, pues no existió una verdadera rescisión del contrato que diera paso a la nueva modalidad contractual que pretendió iniciar el demandado, y por virtud del artículo 53 de la Constitución Política de Colombia, en armonía con los artículos 23 y 24 del Código Sustantivo del Trabajo, en nuestro país impera el principio rector de la primacía de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales.

Fecha: 31 10 08

Rad. Nº  76001-31-05 – 004- 2004- 00655-01

Acta Nº 059

Proceso ordinario laboral

Pretensión: El demandante solicita que se declare la existencia de un contrato laboral, como también pide el reconocimiento y pago por no consignación de cesantía e indemnización por despido injusto.

Decisión de primera instancia: Absolvió al CONJUNTO RESIDENCIAL “CALICAMPO”

Decisión de segunda instancia: Condenó al demandado.

M.P. Aura Esther Lamo Gómez
=000=
CONTRATO DE TRABAJO
Contrato de prestación de servicios vs. Contrato de trabajo.

Analizadas las condiciones traídas por el artículo 32 de la ley 80 de 1993, el actor prestó su servicio al IS , como supervisor administrativo y técnico de servicios administrativo II en el Departamento de Atención al pensionado (Labor permanente dentro de la empresa), por otro lado la parte demandada no pudo demostrar con fundamento legal que la labor realizada por el actor no pudiera ser ejecutada por otras personas de planta de la misma institución; en cuanto a la temporabilidad, es una vinculación laboral que se sostiene por cerca de tres años, cumpliendo la expresa voluntad de su empleador bajo las instrucciones dadas por parte de éste, así se desprende de la cláusula tercera numeral 2°), común en todos los contratos de prestación de servicios obrantes en el plenario; además su labor la realizaba en las instalaciones que ésta le indicó y en los horarios previamente determinados, pues este hecho está aceptado en la contestación de la demanda, tal y como se relacionó en líneas superiores al resumir la contestación de la demanda, que para el desarrollo del objeto contractual era necesario que el actor utilizara recursos suministrados por la demandada, su presencia dentro de la misma y dentro de horas hábiles, hecho que es corroborado por el testigo, quien afirma conocer al actor y tener conocimiento de la existencia de la relación entre éste y el demandado, pues el deponente laboró igualmente en dicha entidad, y su conocimiento es directo de los hechos al desarrollar actividades dentro y a favor de la entidad accionada.

Así lo anterior y del estudio de los contratos de prestación de servicios y ordenes de servicios suscritos entre el actor y la entidad demandada,  se refleja que comporta un verdadero contrato de trabajo, tipificado en nuestra legislación laboral en los artículos 2° y 3° del Decreto 2127 de 1945, es decir, prestación del servicio personal, subordinación y un salario como compensación al servicio prestado.

Fecha: 11 12 08

Rad. Nº  01020050045401

Acta Nº 059

Proceso ordinario laboral

Pretensión: El demandante busca que se declare la existencia de contrato de trabajo a término indefinido, y luego reclama el pago de prestaciones sociales tales como cesantías, intereses a la cesantía, primas de navidad, primas de servicio, vacaciones, etc.

Decisión de primera instancia: Absolvió al I.S.S. seccional Valle del Cauca.

Decisión de segunda instancia: Condenó al I.S.S. seccional Valle del cauca.

M.P. Luis Gabriel Moreno Lovera
=000=
COSA JUZGADA

Principal efecto que se desprende de una conciliación, en términos legales, es el de la cosa juzgada. 

Para que se configure la cosa juzgada, deben darse tres requisitos esenciales a saber: Identidad de personas, identidad de hechos e identidad de Pretensiones. Por eso, no se permite  que se vuelvan a discutir entre las mismas partes, una misma materia con idénticas razones. Es importante tener en cuenta que esto se configura cuando los derechos sobre los cuales versa la conciliación, ostentan la categoría de inciertos o discutibles, así como el libre albedrío de las partes al momento de conciliar. Pues en caso de que se llegare a demostrar la existencia de constreñimiento, el acto conciliatorio pierde toda validez. Así las cosas, si el contrato de trabajo se dio por terminado por las partes mediante acto de conciliación, este surtirá los efectos de cosa juzgada respecto a la terminación del vínculo laboral. 

Fecha: 28 11 08 

Rad: 01220030002301

Acta: 056

Proceso: Ordinario

Petición: Declaración de terminación del contrato de trabajo mediante acta de conciliación en donde se conciliaron derechos ciertos e indiscutibles

Decisión de primera instancia: Absuelve

Decisión de segunda instancia:  Revoca parcialmente

M.P Jorge Eliécer Mosquera Trejos

=000=
COSA JUZGADA

Es obligación de los operadores judiciales optar por su declaración cuando tenga prueba plena que la respalde.
Pensión de Sobrevivientes

Al contestar la demanda la llamada en litisconsorcio necesario formuló la excepción de cosa juzgada. Basó dicho medio de defensa en la circunstancia de que, con anterioridad, entre las mismas partes procesales ya se había tramitado tanto en primera como en segunda instancia una actuación procesal en donde se pretendieron idénticos derechos que ahora, teniendo todos como fundamento la misma causa esto es el fallecimiento del jubilado.

Si bien la contestación en referencia no fue aceptada  en tanto no se modificaron algunos puntos en el término concedido, ello no es óbice para que esta Corporación ignore tal circunstancia jurídica y fáctica que tiene debido sustento probatorio. Ello por cuanto, como lo tiene determinado la doctrina y la jurisprudencia, la cosa juzgada es tópico afecto al orden público en tanto garantiza el valor seguridad jurídica. De ahí que es obligación –mas no facultad- de los operadores judiciales optar por su declaración cuando tenga prueba plena que la respalde a más de que no está comprendida dentro de los medios de defensa que el legislador exige se propongan expresamente para poder ser considerados.

Fecha: 08 22 08

Rad. Nº  760013105 011 2004 00129 01

Acta Nº 021

Proceso ordinario laboral

Pretensión: Se depreca sea condenado al reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes, retroactivo, indexación y costas del proceso.

Decisión de primera instancia: Absolvió al Ministerio de la Protección Social
Decisión de segunda instancia: Condenó al Ministerio de la Protección Social
M.P. Fabián Vallejo Cabrera
INCREMENTO PENSIONAL

Mesada adicional

La inconformidad se centra en que el a quo no aplicó al incremento pensional, a la mesada adicional. Del artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año se deduce fácilmente que no está exceptuando del pago de tales incrementos, a las mesadas adicionales, debiéndose recordar el famoso principio de interpretación que dice que “donde el legislador no distingue, no le es dado al intérprete distinguir, so pretexto de consultar su espíritu”, luego si ello es así, es procedente el incremento pensional también a la mesada adicional.

De esta forma entonces en el pago de los incrementos ordenados debe incluirse los causados sobre las mesadas adicionales de junio y diciembre de cada anualidad.

Fecha: 26 de septiembre de 2008

Radicación: 760013105-01220060066601

Primera instancia: CONDENAR al pago por concepto de incremento por compañera permanente.

Segunda instancia: ADICIONAR el numeral 2 en el sentido de que en el pago de los incrementos ordenados debe incluirse los causados sobre las mesadas adicionales

Magistrado ponente: Beatriz Eugenia Potes Caicedo

=000=

INCREMENTO PENSIONAL

Cuantía de la pensión. Tope máximo. Prescripción.

Incremento solo opera cuando se reconoce la pensión mínima.

El actor se encuentra cobijado por el Art. 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, de suyo entonces que sí es acreedor al reconocimiento y pago del incremento pensional que pretende. Lo anterior de acuerdo con lo establecido en el Art.31, 34, 40 y  289 de la Ley 100 de 1993 y porque no hay duda que la convivencia y dependencia económica respecto de la cónyuge del actor se halla demostrada en autos.

Por otro lado el a quo incurrió en un equívoco en su afirmación referente a que la cuantía de la pensión es superior al salario mínimo legal, superando el límite establecido por el artículo 21 del acuerdo 049 de 1990, por cuanto este establece que el incremento solo opera cuando se reconoce la pensión mínima. Es inequívoca esta afirmación puesto que este artículo anteriormente enunciado, respecto al tope máximo, solo establece que dichos incrementos no deben exceder del 42% de la pensión mínima legal.

Prescripción: Procede para aquellos incrementos pensionales causados con anterioridad al 24 de agosto de 2003 por haberse interrumpido el término prescriptivo de los tres años (Art. 488 del C.S.T. y 151 del C.P.L. y de la S.S.) con la presentación de la reclamación administrativa el 24 de agosto de 2006. Solo reconoce entonces el derecho a los incrementos desde el 24 de agosto de 2003 en adelante.

Indexación: La misma procede para efecto de recuperar la pérdida adquisitiva del poder de la moneda, sufrida sobre los incrementos adeudados por causas inflacionarias.

Fecha: 29 de agosto de 2008

Radicación: 760013105-00120060052402

Primera instancia: ABSOLVER

Segunda instancia: CONDENAR al pago por concepto de los incrementos pensionales por su legítima esposa

Magistrado ponente: Beatriz Eugenia Potes Caicedo

=000=

INCREMENTO PENSIONAL POR COMPAÑERA

Requisitos

Debe tenerse en cuenta el artículo 3 del Acuerdo 029 del 26 de septiembre de 1985 aprobado por el Decreto 2879 del 04 de octubre puesto que bajo este fue reconocido su derecho pensional.  Con fundamento en la Carta política, el antecedente jurisprudencial y el principio de igualdad de quien ostenta la calidad de compañera permanente frente a la cónyuge, se concederá el derecho al incremento pensional reclamado siempre y cuando se reúnan los demás requisitos para la obtención del mismo, a saber dependencia económica y convivencia.

Fecha: 26 de septiembre de 2008

Radicación: 760013105-00120060058401

Primera instancia: Primero: DECLARESE probada la excepción sobre “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”

Segunda instancia: CONDENAR al ISS a pagar  

Magistrado ponente: Aura Esther Lamo Gómez

=000=
INCREMENTO PENSIONAL POR COMPAÑERA

Requisitos y prescripción
Debe tenerse en cuenta el artículo 3 del Acuerdo 029 del 26 de septiembre de 1985 aprobado por el Decreto 2879 del 04 de octubre puesto que bajo este fue reconocido su derecho pensional.  Con fundamento en la Carta política, el antecedente jurisprudencial y el principio de igualdad de quien ostenta la calidad de compañera permanente frente a la cónyuge, se concederá el derecho al incremento pensional reclamado siempre y cuando se reúnan los demás requisitos para la obtención del mismo, a saber dependencia económica y convivencia.

Respecto del caso concreto, se ha acreditado debidamente en juicio que al demandante le fue reconocida la pensión por vejez antes de la Ley 100 de 1993, como también los requisitos de convivencia y dependencia económica de su compañera, por tal razón le asiste el derecho al incremento del 14%.

Si bien es cierto la obligación de este caso en particular surge desde que se hace exigible, es decir 5 días después de la notificación del acto administrativo que reconoció el derecho prestacional (21 de agosto de 1987) el término de la prescripción se cuenta desde esa fecha y estaría consumado; pero habiéndose presentado la reclamación administrativa el 12 de octubre de 2006 se configuró el fenómeno prescriptivo invocado por la demandada para los incrementos pensionales causados con anterioridad al 12 de octubre de 2003. Por lo anterior entonces se deben reconocer los incrementos a partir del 12 de octubre de 2003.
Fecha: 26 de septiembre de 2008
Radicación: 760013105-00820060057501

Primera instancia: Primero: DECLARESE probada la excepción sobre “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”
Segunda instancia: CONDENAR al ISS a pagar  

Magistrado ponente: Aura Esther Lamo Gómez

=000=

INCREMENTO PENSIÓNAL  POR CÓNYUGE

Requisitos
De conformidad con el art. 21 del acuerdo 049 de 1990, el pensionado será beneficiario de los incrementos pensionales que en él se otorgan siempre y cuando acredite la existencia de una cónyuge o compañera, la dependencia económica de ésta y la ausencia de beneficio pensional alguno a su favor, de suyo entonces que de faltar uno solo de los anteriores, hace improcedente el derecho deprecado. 

Del acervo probatorio se infiere que no se demostró la dependencia económica.

Fecha: 15 de septiembre de 2008

Radicación: 760013105- 008 2007 00394 01

Primera instancia: CONDENA al ISS.

Segunda instancia: REVOCA la sentencia (absuelve al ISS)

Magistrado ponente: Fabián Vallejo Cabrera 

=000=

INCREMENTO PENSIONAL POR CONYUGE
 E HIJO MINUSVALIDO

Prueba de la calidad de esposa y no estar pensionada

Si hay en el plenario una afirmación sobre el hecho de no trabajar la esposa, y tal aserción no ha sido controvertida, al parecer de la Sala, tal suceso probatorio para nada compromete la responsabilidad jurídica de quien hace la negación indefinida

Para la sala esa carga procesal recaída en la parte actora de probar que la esposa no disfruta de pensión alguna, no resulta ser de acomodo para el derecho probatorio, pues tal postulación constituye una negación indefinida, la que no es necesario demostrar por tener esas connotaciones.

En relación con ser una negación indefinida aquella que plantea ser pensionada o no, entiende la Sala está exonerada de prueba para el reclamante, quien no dispone de medios probatorios permisivos para acreditar tal negación, dado que es sin duda una prueba imposible.

La Sala no acepta la tesis sostenida por el Juzgado de recaer en la parte actora la obligación de acreditar su aserto, pues desconoce la noción de negación indefinida, y la trata como si fuese simplemente una afirmación procesal que si requiere de prueba, es que con la primer categoría, lo que ocurre es que queda el compromiso y responsabilidad de la parte actora frente al proceso y la sociedad, y por tanto, de ser posible su desvirtuación es a la accionada a quien le corresponde, si tiene información en contrario, actuar de forma legal.

De otro lado, si hay en el plenario una afirmación sobre el hecho de no trabajar la esposa, y tal aserción no ha sido controvertida, al parecer de la Sala, tal suceso probatorio para nada compromete la responsabilidad jurídica de quien hace la negación indefinida, de gozar de pensión, por el contrario, sirve de acicate para ver con mejores ojos probatorios su postulación, lo cual significa que queda incólume su posición probatoria en el debate. No otra cosa puede decirse, no menos, cuando la testigo refiere no darse cuenta si la esposa es pensionada para luego es categórica indicando que nunca ha trabajado.

Fecha: 19 11 08

Rad. Nº  76001 – 31 – 05- 2006 – 00282 - 01

Acta Nº 022

Proceso ordinario laboral

Pretensión: Se busca obtener el reconocimiento y pago del incremento por cónyuge del 14% y del 7% por razón de un hijo minusválido.

Decisión de primera instancia: Absolvió al ISS, Seccional Valle Del Cauca

Decisión de segunda instancia: Condenó al ISS

M.P. CARLOS ALBERTO CARREÑO RAGA.

=000=
INCREMENTO PENSIONAL POR HIJO MENOR DE EDAD

Para los hijos menores de 16años no está sujeto a la premisa de que dependa económicamente del pensionado.

Razón le asiste a la reclamante en este tópico en particular. El literal a) del artículo 21 del acuerdo 049 de 1990 es clarísimo: Para los hijos menores de 16 años el incremento del 7% sobre la pensión mínima es incondicional esto es no está sujeto a la premisa de que dependa económicamente del pensionado. Quienes sí tienen la condición de estar estudiando para que pueda acceder al reajuste son los menores entre 16 y 18 años.

En autos que Andrés Felipe Rengifo Gordillo es hijo del pensionado demandante (fl. 4) y que, nació el 4 de octubre de 1993 lo que nos permite deducir que, a la fecha, cuenta con 15 años de edad. Por ésta potísima razón el derecho procede hasta cuando cumpla 16 en forma pura y simple y hasta los 18 si demuestra estudios.

Fecha: 1510 08

Rad. Nº  760013105 003 2007 00339 01

Acta Nº 022

Proceso ordinario laboral

Pretensión: Se busca el reconocimiento y pago del 7% de incremento de pensión por hijo menor de edad retroactivo al 7 de agosto de 2004.

Decisión de primera instancia: Absolvió al ISS SECCIONAL VALLE DEL CAUCA.

Decisión de segunda instancia: Condenó al ISS SECCIONAL VALLE DEL CAUCA.

M.P. FABIAN VALLEJO CABRERA.

=000=
INCREMENTO  PENSIÓN DE VEJEZ Y DE INVALIDEZ

Declaraciones extrajuicio allegadas al plenario  como prueba de la convivencia y la dependencia económica, no requieren ratificación en el proceso, siempre que la parte contraria no lo solicite.

Es de advertir que la declaración extrajuicio rendida por la señora, deberá ser avalada, toda vez que dentro del trámite procesal no fue solicitada su ratificación por el demandado INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, quien estaba en la obligación de controvertir su dicho. Respecto al tema el numeral 2 del artículo 10 de la ley 446 de 1998, al referirse  a la prueba señala: “Solicitud, aportación y práctica de pruebas. Para la solicitud, aportación y práctica de pruebas, además de las disposiciones generales contenidas en el código de procedimiento civil y demás disposiciones se dará aplicación a las siguientes reglas:

…

2. Los documentos privados de contenido declarativo emanados de terceros, se apreciarán por el juez sin necesidad de ratificar su contenido, salvo que la parte contraria solicite su ratificación”.

Por su parte el art. 277 del C.P.C. – Mod D.E 2282 de 1989, Art. 1° num. 124 Mod ley 794 de 2003., aplicable por analogía laboral (art. 145 C.P.T.):

“Los documentos emanados de terceros. Salvo disposición en contrario los documentos privados de terceros sólo se estimarán por el juez.

…

2. Los documentos privados de contenido declarativo emanados de terceros, se apreciarán por el juez sin necesidad de ratificar su contenido, salvo que la parte contraria solicite su ratificación”.

De la citada normatividad se deduce que la carga de la prueba de solicitar la ratificación, se invirtió, trasladando a la parte contraria, para el caso de auto el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, interesado en demostrar lo contrario, sin que del plenario se logre demostrar petición alguna al respecto, lo que constituye que las declaraciones extra juicio practicadas ante notario, y allegadas al plenario sean valoradas como plena prueba probatoria, es decir que se tengan por ciertas  dichas afirmaciones.

Fecha: 16 12 08

Rad. Nº  00620070065100

Acta Nº 0419

Proceso ordinario laboral

Pretensión: Obtención del reconocimiento y pago del incremento pensional en un 14% por compañera permanente y los respectivos reajustes.

Decisión de primera instancia: Desestimó las pretensiones interpuestas.

Decisión de segunda instancia: Condenó al I.S.S. al reconocimiento y pago del incremento pensional.

.M.P. Luis Gabriel Moreno Lovera

=000=
INDEMNIZACION MORATORIA

 Ley 50 de 1990

Mala fé del empleador

Para el juzgado de instancia así como para la parte demandada resulta importante a la hora de acreditar y advertir la existencia de una buena o mala fe del empleador en la conducta incumpliente, el hecho de encontrarse la entidad en una situación financiera lamentable al punto de haberlos conducido a solicitar en diciembre del año 2002 la promoción de un acuerdo de reestructuración empresarial.

Situación que sin lugar a dudas muestra la realidad económica de la empresa, pero no podría ser ello suficiente por si solo para advertir buena o mala fe en la conducta incumpliente, pues son variados y diversos los motivos y razones que a una situación de esas puedan llevar a la empresa, lo que impide por su sola presencia traducir buena fe, cuando se incumple o viola una obligación máxime de estirpe social, nada se opone a que en cada caso y con la debida especialidad, debida al perjudicado con su actitud y a la sociedad, se explique y razone las medidas que a ese estado financiero, pero eso no es lo que se advierte en el presente caso, se conoce la aceptación de la promoción empresarial años después del primer incumplimiento, tampoco los testigos dan cuanta o refieren los hechos base del debacle económico, en que consiste la pérdida de mercados, falta de capital de trabajo y poca rentabilidad del producto y cual su incidencia real en la economía empresarial, lo cual se pone en duda cuando en noviembre, fecha de cancelación del contrato, se pagan dineros de más a título de intereses comerciales de las cesantías, y la promoción del acuerdo empresarial se solicita tiempo después de cada uno de los incumplimientos, procediéndose a cancelar las obligaciones a medida en que había un flujo,  situación más lamentable jurídicamente cuando el gerente general de la compañía al preguntársele por recortes de personal indica que el manejo de la administración, se refiere al de la compañía, es algo privado que no lo compete, el actúa en consecuencia con las decisiones de la junta directiva, lo cual es cierto, pero no explica lo que se requiere razonar, agregando no ser lo mismo cancelar una cesantía que todas las del personal que se le ha incumplido. 

Fecha: 21 11 08

Rad. Nº  76001 – 31 -05-001 – 2003-00440-00

Acta Nº 024

Proceso ordinario laboral

Pretensión: El demandante pretende el reconocimiento y el pago de la sanción contemplada en el Num. 3° del art. 99 de la ley 50 de 1990, indemnización por despido indirecto, salarios, indexación, costas y agencias en derecho.

Decisión de primera instancia: Absolvió a la demandada
Decisión de segunda instancia: Condenó a la demandada
M.P. Carlos Alberto Carreño Raga
=000=
INDEMNIZACION MORATORIA

No es automática ni inexorable
Debe aparecer de manera palmaria que el empleador ha obrado de mala fe.
De conformidad con lo sostenido por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, la aplicación de la sanción moratoria no es automática ni inexorable, sino que debe aparecer de manera palmaria que el empleador ha obrado de mala fe al no pagar a su trabajador lo adeudado por salarios y prestaciones sociales. Esto significa que si se prueba con razones atendibles el por qué no ha hecho ese pago, se coloca en el campo de la buena fe que lo exonera de la sanción por mora.

Con base en lo anterior se requiere para el éxito de la pretensión por indemnización moratoria que el empleador a la finalización del contrato de trabajo que lo unió con el trabajador no le cancele lo correspondiente a salarios y prestaciones sociales, o que habiéndole hecho no efectué el pago inmediatamente concluye la relación laboral.

Fecha: 19 11 08

Rad. Nº  76001-31-05 – 010- 2004- 00122-01

Acta Nº 062

Proceso ordinario laboral

Pretensión: El demandante solicita el reconocimiento y pago de la indemnización moratoria por el incumplimiento en el pago de las cesantías definitivas.

Decisión de primera instancia: Condenó a la EMPRESA NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES  TELECOM EN LIQUIDACIÓN

Decisión de segunda instancia: Absolvió al demandado.

M.P. Aura Esther Lamo Gómez
=000=
PENSIÓN

Incremento por hijo menor de edad

Condición  de estar estudiando

El art. 21 de acuerdo 049 de 1990 es clarísimo: Para los hijos menores de 16 años el incremento del 7% sobre la pensión mínima es incondicional. Quienes sí tienen la condición de estar estudiando para que pueda acceder al reajuste son los menores entre 16 y 18 años. Como el hijo del pensionado tiene 15 años, el derecho procede hasta cuando cumpla 16 y hasta los 18 si demuestra estudios.

Fecha: 15 de septiembre de 2008

Radicación: 760013105- 003 2007 00339 01

Primera instancia: ABSUELVE al ISS.

Segunda instancia: REVOCA sentencia, en su lugar CONDENA al ISS (pago del incremento del 7% por hijo menor de edad)

Magistrado ponente: Fabián Vallejo Cabrera

=000=
PENSIÓN

Pensión por cónyuge
Reajustes anuales de las pensiones

El hecho de que la ley tenga dispuesto que anualmente se deban reajustar las pensiones no quiere decir que cuando por éste concepto se deban determinadas sumas en razón a su no pago oportuno, el producido de ese capital que no ha tenido rendimiento  se halle comprendido en aquellos reajustes. No. Los reajustes anuales, es cierto, los ha concebido el legislador como mecanismos para contrarrestar la pérdida del poder adquisitivo pero de la pensiones que se paguen a tiempo pero jamás comprenden los réditos o producidos de aquel capital que se forma por acumulación de varias mesadas que no se cancelaron cuando se tenía obligación de hacerlo sino que quiso o se vio compelido judicialmente su deudor. 

Fecha: 16 de septiembre de 2008

Radicación: 760013105- 006  2007 00280 01

Primera instancia: CONDENA al ISS.

Segunda instancia: COMPLEMENTA la sentencia (carga de pagar las condenas de la sentencia debidamente indexadas al momento del pago).

Magistrado ponente: Fabián Vallejo Cabrera 

=000=

PENSIONES

Prescripción de la pensión

Es preciso anotar que la jurisprudencia ha sido reiterativa en indicar que el derecho a la pensión no es prescriptible y que, por lo tanto, la acción encaminada a reclamar tales prestaciones subsiste durante la vida del titular, sin perjuicio de la eventual prescripción de las mesadas.

Cabe agregar que dada la naturaleza periódica o de tracto sucesivo y vitalicia de las pensiones, la prescripción resulta viable, exclusivamente, respecto de los créditos o mesadas pensionales que no se hubiesen solicitado dentro de los 3 años anteriores al momento en que se presente la reclamación del derecho.

Fecha: 10 de octubre de 2008

Radicación: 760013105- 002 2006 00103 01

Primera instancia: CONDENA al ISS.

Segunda instancia: ADICIONA el punto segundo de la sentencia.

Magistrado ponente: Fabián Vallejo Cabrera 

=000=
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES

Principio de la condición más beneficiosa

Esta corporación consideró que cuando un afiliado hubiese reunido el número mínimo de semanas cotizadas para dejar causado el derecho a pensión de sobrevivientes, en vigencia de los arts. 6 y 25 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, como eran 300 semanas en cualquier época o 150 dentro de los 6 años anteriores a la muerte, pero falleciere después de que entró en vigencia la Ley 100 de 1993, sin reunir los requisitos del art. 46, que exige el que se encontrare en ese momento cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos 26 semanas, o que habiendo dejado de hacerlo, hubiere efectuado aportes durante por lo menos 26 semanas del año inmediatamente anterior a su deceso; era procedente considerar la primera normatividad citada, para dar aplicación al principio constitucional de la condición más beneficiosa en materia de pensión de sobrevivientes, pero en manera alguna se dijo que ambas disposiciones podían escindirse; ya que se aplica la una o la otra, en su integridad, no parcialmente; lo cual quiere decir, que a las cotizaciones efectuadas antes de entrar en vigencia la mencionada ley, no es dable sumarle las que se hayan hecho después de su vigencia, con el fin de completar las 300 o 150, según el caso.

Fecha: 15 de septiembre de 2008

Radicación: 760013105- 012 2006 00212 01

Primera instancia: CONDENA al ISS.

Segunda instancia: CONFIRMA. 

Magistrado ponente: Fabián Vallejo Cabrera 

=000=
PENSIÓN DE VEJEZ

Término para actos de desconocimiento de cotizaciones por parte de las administradoras.

Conforme al Decreto 1161 de 1994 las administradoras de fondos de pensiones, entre ellas el ISS, tienen un reglamento determinado para realizar el control a su cargo sobre los aporte y las cotizaciones que realizan empleadores y trabajadores a los fondos el cual señala unos términos perentorios para la ejecución de esos actos de control. Por lo tanto no es válido que únicamente cuando se va a producir el acto de reconocimiento o negación del derecho pensional del afiliado, esto es cuando ya ha transcurrido un término muy amplio desde que se realizó el supuesto aporte ilegal o extemporáneo, las administradores entren a impugnar o ejecutar actos de desconocimiento de las cotizaciones dado que su impericia, negligencia o ignorancia no puede ser soportada por los afiliados que no recibieron objeción alguna dentro de los precisos términos que señala el ordenamiento jurídico. 

Fecha: 22 de agosto de 2008

Radicación: 760013105- 011 2004 00405 01

Primera instancia: CONDENA al ISS.

Segunda instancia: CONFIRMA. 

Magistrado ponente: Fabián Vallejo Cabrera

=000=
PENSIÓN DE VEJEZ

Reconocimiento y pago de retroactivos

Retiro del sistema de seguridad social.

El disfrute de la pensión de vejez tiene operancia práctica mediante la novedad del “retiro” del sistema mediante la cual se llega a la desafiliación del servicio. El retiro es una decisión que debe tomarla el afiliado en el caso de los trabajadores independientes o su empleador en el caso de los dependientes. Tomada debe ser comunicada debidamente al ISS para que éste proceda a materializar la desafiliación mediante registro de la novedad en la historia de las cotizaciones del trabajador. Mientras dicho retiro no sea comunicado el trabajador nunca deja de ser afiliado a la Seguridad Social pues, si cesa en sus aportes, simplemente pasa a estado inactivo. En el caso sub examine, no se refleja la novedad del retiro. 

Fecha: 15 de septiembre de 2008

Radicación: 760013105- 001 2006 00245 01

Primera instancia: CONDENA al ISS.

Segunda instancia: REVOCA la sentencia (absuelve al ISS)

Magistrado ponente: Fabián Vallejo Cabrera 

=000=

PENSIÓN DE VEJEZ

Reliquidación de la pensión de vejez

Cotización simultánea de trabajador dependiente afiliado como independiente
En el parágrafo del artículo 30 del Decreto 1406 de 1999, precepto que si bien no estaba vigente para cuando los aportes se realizaron, sí lo estaba cuando se reconoció la pensión, se prohibió expresamente al trabajador dependiente afiliado a prima media cotizar simultáneamente como trabajador independiente.

Siendo que el fundamento del reajuste que decretó la primera instancia son los aportes que se realizaron como trabajador independiente cuando estaba afiliada la demandante a prima media como trabajadora dependiente, la sentencia debe revocarse.

Fecha: 10 de octubre de 2008

Radicación: 760013105- 006 2005 00560 01

Primera instancia: CONDENAR al ISS a acrecer la pensión.

Segunda instancia: Primero: REVOCAR la sentencia

Magistrado ponente: Fabián Vallejo Cabrera

=000=

PENSIÓN DE VEJEZ

Incremento pensional

No obstante, el art. 36 de la ley 100 de 1993 no consagra el pago de los incrementos por cónyuge, tampoco fueron estos derogados. 

Se tiene que las personas pensionadas bajo el régimen de transición consagrado en el art. 36 de la Ley 100 de 1993, también se encuentran cobijadas por el art. 21 del Acuerdo de 049 de 1990, es decir, este artículo se encuentra vigente en el sentido en que la Ley 100 no se refirió a los incrementos pensionales, por tanto dicho Acuerdo (049) no va en contra de la Ley 100. Por tal motivo, se entiende que al concederse una prestación económica con base en el régimen de transición, ello implica el reconocimiento de todos los beneficios contemplados en el acuerdo 049 de 1990, entre ellos los incrementos pensionales. Ahora bien, debemos recordar que para que le asista el derecho del incremento se debe contar con ciertos requisitos previstos en dicho Acuerdo. 

Fecha: 28 11 08

Rad: 760013105-00620070060501

Acta: 056 

Proceso: Ordinario

Petición: incremento pensional de un 14% por cónyuge a partir de la fecha de la pensión

Decisión de primera instancia: Condena

Decisión de segunda instancia: Revoca parcialmente

M.P Jorge Eliécer Mosquera Trejos

=00=

PENSION DE VEJEZ

Causación y disfrute

Causación se configura cuando concurre edad y número de semanas requeridas.

Disfrute tiene operancia práctica mediante la novedad de retiro del sistema mediante la cual se llega a la desafiliación del servicio.
Claro surge del precepto en cita que uno es el concepto de “causación” del derecho a la pensión y otro el “disfrute”.El primero se configura cuando concurren la edad y el número de semanas requeridas. Sobre éste no hay discusión en autos por lo que escapa a la competencia de este Tribunal cualquier consideración al respecto. El segundo, en cambio, tiene operancia práctica mediante la novedad del “retiro” del sistema mediante la cual se llega a la desafiliación del servicio. El retiro es una decisión que debe tomarla el afiliado en el caso de los trabajadores independientes o su empleador en el de los dependientes. Tomada debe ser comunicada debidamente al Instituto de Seguros Sociales  para que éste proceda a materializar la desafiliación mediante el registro de la novedad en la historia de las cotizaciones del trabajador. Mientras dicho retiro no sea comunicado el trabajador nunca deja de ser afiliado a la Seguridad Social pues, si cesa en sus aportes, simplemente pasa a estado de inactivo.

Fecha: 15 10 08

Rad. Nº  760013105 001 2006 00245 01

Acta Nº 022

Proceso ordinario laboral

Pretensión: Se pretende el reconocimiento y pago de la retroactividad de la pensión de vejez a partir del 16 de mayo de 2004.

Decisión de primera instancia: Condenó al ISS SECCIONAL VALLE DEL CAUCA.

Decisión de segunda instancia: Absolvió al ISS SECCIONAL VALLE DEL CAUCA.

M.P. FABIAN VALLEJO CABRERA.

=000=

PENSIÓN ESPECIAL DE VEJEZ

Principio de favorabilidad
De acuerdo a lo dispuesto con el art. 15 de del Decreto 758 de 1990. “Pensiones especiales de vejez”, la edad para el derecho a dicha pensión se disminuirá en un (1) año por cada cincuenta (50) semanas de cotización acreditadas con posterioridad a las primeras setecientas cincuenta (750) semanas cotizadas en forma continua o discontinua en la misma actividad. Se tiene entonces, que como quiera que la edad para obtener la pensión de vejez si es varón es de 60 años, cuando la persona cumpla con este requisito, a esta edad se le restaran los años que la persona tenga en su favor por efectos de semanas especiales de cotización, y entonces a partir de esa fecha le asistirá el derecho al reconocimiento de la pensión especial de vejez. 
Es de reparar también, que para el caso de la pensión especial de vejez, se tiene que aportar un 6% adicional en el pago de las cotizaciones, y en caso de no aportar dicho porcentaje adicional previsto en el decreto 1281 de 1994, el ISS tiene los mecanismo para cobrar dichos intereses si  hay lugar a los mismos. Pues no se debe trasladar al trabajador dicha responsabilidad haciéndole nugatorio el derecho por tal omisión. Por tanto, la llamada a cancelar la respectiva prestación será la Administradora. 

Fecha: 28 11 08

Rad: 00120060033801

Acta: 056

Petición: Reconocimiento de pensión especial de vejez

Proceso: Ordinario

Decisión de primera instancia: Condena

Decisión de segunda instancia: Modifica

M.P Jorge Eliécer Mosquera Trejos 
PENSIÓN DE VEJEZ

Incremento pensional

Incrementos del 14% por cónyuge, y 7% por hijo menor de edad no se tienen como derogados, a pesar de que el Régimen de transición no los contemple.

La Ley 100 de 1993 en su art. 31 definió que al régimen de prima media con prestación definida, le serán aplicables las disposiciones vigentes para los seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo del ISS, con las adiciones, modificaciones y excepciones contenidas en esta ley. A su vez, la Ley en mención en art. 289 prevé lo relacionado a la derogatoria de las normas que le fueran contrarias. Ahora bien, se tiene que el art 21 del Acuerdo 049 de 1990, no es contrario a la Ley 100, por tanto las disposiciones que este contengan seguirán vigentes, y por tanto los incrementos pensionales a los que hace alusión serán aplicables siempre y cuando se cumplan los requisitos en el contenidos. De estos se desprende que una vez acreditado la condiciones requeridas referente al  cónyuge y al hijo, le asiste el derecho al reconocimiento y pago del incremento pensional del 14% y 7% respectivamente. 

Fecha: 28 11 08 

Rad: 760013105-00120070028101

Acta: 056

Proceso: Ordinario

Petición: incremento pensional de un 14% por cónyuge y 7% por hijo menor

Decisión de primera instancia: Absuelve 

Decisión de segunda instancia: Revocar

M.P Jorge Eliécer Mosquera Trejos

=000=
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN  POR NOTIFICACIÓN EXTEMPORÁNEA

Si bien es cierto, en el plenario no hay prueba con la cual se constante cual era el horario de trabajo de la actora ni de quien recibía órdenes, de los documentos allegados se desprende que entre las partes existió una relación laboral  entre el 1 de febrero de 1997 y el 5 de agosto del mismo año, teniendo de presente que se encuentra demostrada la prestación del servicio, no logrando desvirtuar el empleador la presunción  prevista en el art. 24 del C.S.T., además de ello téngase en cuenta que la demandada no se presentó a absolver interrogatorio de parte, por lo cual el juzgado de conocimiento dio aplicación al art. 210 del C.P.C., dando por ciertos los hechos susceptibles de confesión, decisión esta que avala la sala, toda vez que no se puede premiar el desinterés de las partes dentro del proceso, en controvertir los hechos legados.

Ahora bien, en el caso de autos, la notificación al demandado se efectuó el 13 de septiembre de 2001, es decir 1 año después, hecho que según las voces del Art. 90 en comento conlleva a declarar la prescripción de la acción por  notificación extemporánea al demandado, pues a pesar de que el despacho envió la notificación a la dirección de notificación judicial que aparece en el certificado de existencia y representación judicial de la sociedad demandada, y si no fue posible dicha notificación no hay material probatorio mediante el cual se demuestre que ello obedeció a causas atribuidas al demandado. 

Fecha: 11 12 08

Rad. Nº  00320000053301

Acta Nº 0592

Proceso ordinario laboral

Pretensión: El demandante busca que se declare la existencia de un contrato de trabajo verbal a término indefinido entre las partes, el cual terminó sin justa causa y provocó un despido indirecto

Decisión de primera instancia: condenó a la empresa.
Decisión de segunda instancia: Absolvió a la demandada
M.P. Luis Gabriel Moreno Lovera
SALA PENAL
ACCION DE TUTELA 

Derecho de petición.

Se debe resolver de fondo y no dar respuestas evasivas o que el asunto se encuentra en 

trámite y se le comunicará después. 

El derecho de petición comprende la respuesta pronta y oportuna a la reclamación ó solicitud que se formula ante la respectiva autoridad, pero además, comprende resolver el fondo de lo pedido, sin que deba admitirse en consecuencia, respuestas evasivas o que el asunto se encuentra en revisión o en trámite y ser comunicada al peticionario , pues el derecho fundamental del que se trata comprende la posibilidad de conocer , transcurrido el término legal , la contestación de la entidad a la cual fue dirigida la solicitud .

Con base en lo anterior y en la foliatura, se puede observar que de todas las solicitudes presentadas por el tutelante, pese a que fueron contestadas por las entidades a las cuales fueron presentadas de manera oportuna, de las mismas se puede evidenciar que ninguna tuvo una respuesta de fondo que diere solución a su petición, que por el contrario todas las respuestas fueron evasivas y someras; y que con ellas no se le da ninguna solución a la petición elevada por el accionante. 

Fecha: 19 12 08 

Rad. 2008-00906-00

Acta 296 

Conducta Punible: Falsedad en Documento Público.

Tema: Acción de Tutela. Derecho de Petición.

Decisión: Concedió la tutela por violación al Derecho Fundamental de Petición.

M.P. Ana Julieta Argüelles Daraviña.

=0000=
ACTOS SEXUALES CON MENOR DE CATORCE AÑOS 

Testimonio único

El estribo probatorio de las determinaciones de compromiso se consolida sobre el aserto de las víctimas o damnificados
Si bien es cierto en este de eventualidades , relacionadas de manera directa y estrecha con la comisión de conductas punibles que atentan contra la libertad , integridad y seguridad sexual , por lo general el estribo probatorio de las determinaciones de compromiso se consolida sobre el aserto de las víctimas o damnificados con el quehacer delictivo y debe aceptarse , en las más de las veces , no sólo la realidad y pervivencia de lo conocido doctrinalmente como testimonio único y , además , que no es posible obtener información de otra manera , en esencia por la privacidad que encierra la comisión de este tipo de realizaciones delictuales , en los cuales el activo prevé y hace efectiva una escena con ausencia o sin presencia de testigos inoportunos y riesgosos , asumiendo las acciones en un marco espacial que torna en grado sumo clandestino el acto ,  en este caso existen factores probatorios que obligan su consideración porque precisamente colocan en entredicho la veracidad del testimonio de la menor ofendida y , por ende , conducen a atender la posible aplicación del principio de presunción de inocencia , bajo la arista de la existencia de dudas ineliminables en pro del acusado , como lo ha reclamado al procurador judicial de este último .  

Fecha: 11 12 08 

Rad. 21-2005-00303-01

Acta 0264 

Conducta Punible: Actos Sexuales con Menor de 14 años.

Tema: Actos Sexuales con Menor de 14 años  

Decisión de Primera Instancia: Condena a Cincuenta (50) meses de prisión. 

Decisión de Segunda Instancia: Revoca.

M.P. Ranulfo Guerrero Guerrero.

ATIPICIDAD 

Ante la ausencia de los elementos estructurales que permitan realizar positivamente el juicio de tipicidad exigido por la ley penal – como prerequisito de los juicios de antijuridicidad y culpabilidad que deben agotarse en el análisis de responsabilidad penal – en los delitos por los que resultó condenado el procesado , mal podía el a quo calificar su conducta como punible pues el no cumplimiento de los elementos estructurales que conforman el tipo objetivo de dichos delitos , convierte su proceder en atípico y , por lo mismo , ajeno al derecho penal . 

Fecha: 09 12 08 

Rad. 17 – 2003 -00461

Acta 300

Conducta Punible: Urbanización Ilegal y Estafa.

Tema: Atipicidad 

Decisión de Primera Instancia: Condenó a Cinco (5) años de prisión.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca parcialmente la sentencia absolviendo al procesado y confirma el fallo en lo demás.

M.P. María Esther Novoa Parra .

==0000=
DEFENSA TECNICA 

Debido proceso 

No es posible decir que a título de estrategia sea entendible la pasividad del defensor 

El ejercicio de la defensa técnica en pro de los intereses del acusado fue absolutamente pobre, de una inoperancia palmar y extensivo a toda la actuación procesal. 

En el tema de la defensa técnica y su ejercicio legal y cabal ha sido reiterado el pensamiento jurisprudencial acerca de su integralidad , en la medida que debe ser desarrollada durante toda la actuación y que si bien ella encierra una dinámica a veces particular que puede llegar a confundirse con cierta estrategia , en la medida que la pasividad puede matizarla , de todas maneras siempre habrá que determinar si existiendo posibilidades reales de participar de una u otra forma , ellas han sido intentadas o agotadas ; lo que de no haberse dado afecta , desde luego , el debido proceso , pues constituye irregularidad sustancial .

Son, como se dijo, múltiples los pronunciamientos sobre el particular que al ser parangonados con lo que ha vivido este proceso lleva a concluir que el derecho de defensa no fue atendido en legal y debida forma. 

La realidad no se puede ocultar , pues se pone de manifiesto en la forma antes referida y es demostrativa de que el acusado no se le prestó la asesoría , ayuda y defensa requerida para enfrentar el poder del aparato judicial y se le dejó vencer en juicio sin contar con las protecciones que consagra y demanda el artículo 29 de la Constitución Nacional , no bastando el insular y parco esfuerzo del nuevo defensor actuario en el debate de audiencia , que fue desoído integralmente por el a quo , intervención en la cual pone de relieve situaciones que habrían podido hacerse valer , si el acusado hubiese gozado de la protección o garantía fundamental de una defensa técnica eficaz y eficiente .

Fecha: 01 12 08 

Rad. 09-2003-00441-01

Acta 0258

Conducta Punible: Actos Sexuales con Menor de 14 años.

Tema: Defensa Técnica, Debido Proceso. 

Decisión de Primera Instancia: Condenó al acusado a la pena principal de setenta y dos (72) meses de prisión.

Decisión de Segunda Instancia: Decreta la Nulidad de lo actuado.

M.P. Ranulfo Guerrero Guerrero.
=0000=

DEFENSA TECNICA 

Debido Proceso 

La labor del togado deja mucho que desear. 
Su actitud no puede catalogarse como un acto válido en pro de los intereses del acusado. 
Esta instancia al revisar el total de la labor del togado encuentra que el remate de su gestión deja mucho que desear, al punto que su intervención en el debate oral de audiencia pública no puede catalogarse como acto cierto, real y válido en pro del interés del acusado. Resulta lamentable dicha intervención, en la medida que no sólo admite, sin fórmula ni juicio alguno, la responsabilidad penal de su procurado, sino que el pedido de congraciarlo con algún subrogado o sustituto penal está ajeno de todo fundamento, argumentación o estribo discursivo. Esas escasas líneas, que el recurrente puso de presente para censurar, no alcanzan, siquiera en mínima parte, a constituir base para predicar que realmente se abogó por el acusado, máxime cuando existen posibilidades para optar por alegar o controvertir en su favor. Bien puede decirse que es sumamente escaso ese esfuerzo y no puede colmar satisfactoriamente lo que debe exigirse como defensa técnica. En esas condiciones, hay que aceptar la anulación de lo actuado, a partir, incluso, de la intervención del defensor en el acto de audiencia pública, lo que decretará esta instancia. 

Fecha: 01 12 08 

Rad. 12-2006-00130-01

Acta 0259

Conductas Punibles: Falsedad en Documento Privado y Estafa.

Tema: Defensa Técnica. Debido Proceso.

Decisión de Primera Instancia: Condenó al acusado a Cuarenta (40) meses de prisión y multa en cuantía de setenta salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Decisión de Segunda Instancia: Decreto la nulidad de lo actuado a partir, incluso, de la intervención del defensor del acusado en el acto de audiencia pública. 

M.P. Ranulfo Guerrero Guerrero.

=0000=
FALSEDAD EN DOCUMENTO PÚBLICO 

Certeza sobre la conducta y la responsabilidad del procesado.

La Sala , sobre este aspecto particular y concreto debe convenir con la defensa que el fallo condenatorio en contra del procesado por el delito atentatorio del bien jurídico de la fe pública no se ajusta con la legalidad porque está apoyado en consideraciones y afirmaciones en relación con las cuales el a quo no expone con certeza el material probatorio obrante , razón por la cual resulta inadmisible asegurar el cumplimiento de las exigencias sustanciales que para declarar la responsabilidad penal exige el artículo 232 del C. de P.P. vale decir , co existe “certeza sobre la conducta y la responsabilidad del procesado “. 

En efecto , el a quo , en vez de precisar cuál es la prueba con la que adquiere el conocimiento que lo lleva a la decisión de condena respecto del delito de falsedad y valorarla conforme a las reglas de la sana crítica , se limita a dar plena credibilidad a la denuncia y a la prueba documental anexada a está en copias simples , al igual que a los testimonios rendidos dentro del trámite del proceso , sin tener el pleno convencimiento de que el actuar del procesado hubiese sido con dolo o que al menos éste tuviera la certeza de que dichos documentos eran falsos , aunado al hecho de que no se sabe a ciencia cierta quien realizó materialmente los documentos objeto de la falsedad cuestionada , al igual que no se acreditó dentro del proceso la autenticidad de dichos documentos – libretas militares y recibos de pago efectuados presuntamente en el Banco – pues aunque se diga en la denuncia que los hechos por los que se acusa al procesado fueron percatados en razón a que al solicitar el duplicado de la libreta militar una de las posibles victimas ésta no tenía registro en el sistema , es una manifestación que aunque se presuma la buena fe del Capitán del Ejército no tiene soporte probatorio dentro de la causa , pues no se corroboró tal afirmación , lo que trae como consecuencia que no se pueda asegurar que el procesado sea el autor de la falsedad documentaria que se le endilga . 

Fecha: 11 12 08 

Rad. 04-2004-00050 

Acta 289 

Conducta Punible: Falsedad en Documento Público y Estafa.

Tema: Falsedad en documento público. 

Decisión de Primera Instancia: Condenó a Cincuenta Meses de prisión.

Decisión de Segunda Instancia: Modifico el numeral 12 y revocó los numerales doce punto dos a doce punto siete de la parte resolutiva  y absolvió de los cargos que le formuló la Fiscalía por el delito de Falsedad Material en Documento Público.

M.P. Ana Julieta Arguelles Daraviña.
=0000=

FRAUDE PROCESAL 

Condiciones 

Prueba testimonial 

Credibilidad de las afirmaciones contenidas en un testimonio 

In dubio pro reo 

Para que una conducta se enmarque en este tipo penal se requiere la concurrencia de algunas condiciones, como lo es el sujeto activo indeterminado, pues la ley no exige una cualificación específica del autor. Y concreta la conducta en la inducción en error del servidor público utilizando medios fraudulentos idóneos, que tengan suficiente fuerza de convicción. Y la conducta debe estar dirigida a conseguir una decisión que siendo injusta favorezca los intereses del autor. 

Considera la Sala que se está ante un acervo probatorio escaso, que para efectos de edificar la sentencia recurrida se hizo un alto esfuerzo, partiendo de darle validez plena a los testimonios de los familiares anteriormente reseñados y que por su interés tienden a inclinarse a atacar el del denunciante.

La credibilidad de las afirmaciones contenidas en un testimonio, deben ser analizadas, frente a los siguientes parámetros: 1.- La capacidad aprehensiva sensitiva. 2.- La capacidad subjetiva; 3. – La personalidad, como uno de los criterios para la valoración del testimonio (Art. 277 del C. de PP.); 4.-Las circunstancias de lugar tiempo y modo en que se percibieron los hechos; 5.- Los motivos que pudieren tener los deponentes para causarle daño al procesado. 

Al considerar que para proferir sentencia condenatoria, el juez debe hacer una valoración conjunta de todos los medios de conocimiento allegados en forma legal y oportuna al proceso, logrando el convencimiento pleno de la ocurrencia de los hechos y de la responsabilidad de la persona investigada, y en este caso no hay prueba que ofrezca certeza del medio fraudulento para inducir en error al Juez Civil Municipal para la obtención del decreto y embargo del secuestro del inmueble. Se observa por el contrario, que el acervo probatorio dista mucho de ofrecer certeza sobre la responsabilidad del encartado, la cual es exigencia legal al momento de proferir fallo condenatorio, en consecuencia, no ve esta Sala cómo puede permanecer incólume el pronunciamiento emitido por la A-quo. 

Fecha: 18 12 08 

Rad. 15-2007-00017-01

Acta 298 

Conducta Punible: Fraude Procesal.

Tema: Fraude Procesal.

Decisión de Primera Instancia: Condenó a 48 meses de prisión.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca. 

M.P. Leoxmar Benjamin Muñoz Alvear. 

=0000=
HABEAS CORPUS 

No constituye un instrumento paralelo para discutir lo que tiene que ser debatido ante el juez ordinario y por el procedimiento señalado en la ley penal adjetiva

Atendiendo a la condición de detenido que tiene el peticionario, la acción de Hábeas Corpus es legal y constitucionalmente improcedente pues la misma no constituye un instrumento paralelo para discutir lo que tiene que ser debatido ante el juez ordinario y por el procedimiento señalado en la ley penal adjetiva , atendiendo a lo que el accionante plantea es una discusión jurídico sobre la libertad a que cree tener derecho –por el vencimiento de los términos – la cual debe plantearse dentro del proceso y definirse mediante decisión motivada de la autoridad judicial competente y en relación con la cual proceden los recursos ordinarios .

Siendo ello así , no es del resorte del Juez Constitucional de Habeas Corpus determinar si , conforme al desarrollo de la etapa del juicio , el detenido tiene o no derecho a la libertad ; tampoco es de su competencia establecer si la privación de la libertad más allá de los términos legales está justificada o no pues , se insiste , dicha función le corresponde al juez legal dado que la finalidad de tal acción constitucional es la materialización de la libertad física del ciudadano y no el cumplimiento de los términos el ejercicio de la acción penal que eventualmente se siga contra el mismo . 

Fecha: 16 12 08 

Rad. 2008-00013-00

Acta 303 

Conducta Punible: Receptación en Materia de Hidrocarburos y Otros.

Tema: Habeas Corpus 

Decisión: Negó la solicitud de Habeas Corpus.

M.P. María Esther Novoa Parra.

=0000=
INDAGATORIA 

Función de la indagatoria 

Medio de defensa y fuente de prueba 

Su connotación tiene doble efecto jurídico, uno como medio de defensa y otro como fuente de prueba en el proceso, de tal manera que su evaluación debe ser objetiva, tendiente a dar una mayor claridad a la ocurrencia del hecho y, por ende, a dilucidar la responsabilidad del sindicado junto con los demás medios probatorios. 

Así, entonces, la indagatoria debe ser analizada en todo su contexto, para que así pueda el funcionario judicial formarse una idea sobre la veracidad de la declaración que rinda el sindicado pues, como es sabido, al indagatoriado no se le exige juramento en su reponencia, de tal manera que bien puede decir la verdad, una verdad parcial o simplemente mentir, ello en aras de su propio beneficio y en ejercicio del derecho de defensa.

Fecha: 19 12 08 

Rad. 003-2003-00798

Acta 334 

Conducta Punible: Concierto para Delinquir con fines de narcotráfico.

Tema: Función de la Indagatoria.

Decisión de Primera Instancia :Condenó a los primeros once (11) procesados a 191 meses de prisión y a la multa de 231 salarios mínimos legales mensuales , y al último procesado se le condenó a 72 meses de prisión y a la multa de 2.000 salarios mínimos legales mensuales .

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P.  Roberto Felipe Muñoz Ortiz .

=0000=

NULIDAD 

Recurrente no indicó cuál era su inconformidad frente a la negativa de nulidad.
Contra la anterior decisión es que el recurrente debió criticar , cuestionar o rebatir , para insistir en la nulidad que , en su criterio , se presenta en el sub-lite , pero con ese tipo de argumentación , si se le puede llamar así , expuesta en su líbelo , sólo hace una afirmación lacónica y abstracta , pero en ningún momento ataca las elucubraciones jurídica que tuvo en cuenta la A – quo para denegar la petición de nulidad . 

En suma la injerencia del funcionario de segunda instancia sólo resulta procedente cuando se presentan razones de hecho o de derecho dirigidas a convencer que la decisión de primera instancia debe ser revocada o corregida , lo que implica que el censor debe ocuparse de los argumentos expuestos por el A-quo y mostrar , según su criterio , dónde está el supuesto equívoco , lo cual omitió el recurrente en el presente caso , al pretender que se revisen los argumentos expuestos por la falladora de instancia , cuando ni siquiera indicó cuál era su inconformidad frente a la negativa de la nulidad .

Fecha: 02 12 08 

Rad. 04-2006-00209

Acta 312 

Conducta Punible: Acceso Carnal Violento, Agravado.

Decisión de Primera Instancia: Absolvió al procesado del delito de Homicidio en Grado de Tentativa y los condenó por el segundo cargo a 13 años y 4 meses de prisión.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma. M.P. Roberto Felipe Muñoz Ortiz .

=0000=

NULIDAD 

Vinculación del Procesado 

Omisión a la localización del procesado.
La citación la hicieron a la dirección que correspondía a la persona jurídica de la que el procesado era su representante legal, pero no se hizo nada para establecer cuál era su ubicación como persona natural.

Se tiene entonces  que, la vinculación del sindicado al proceso, es una de las etapas fundamentales dentro de su estructura, toda vez que se trata del momento procesal apto e idóneo para sustentar la legalidad de las fases superiores de dicha actuación penal. Esta se hace a través de la indagatoria o declaratoria de persona ausente y por ende, el Estado tiene el deber jurídico de velar por la legalidad y efectividad de la realización de los actos de vinculación procesal, máxime que se trata del acto inicial del proceso del cual dependen actuaciones subsiguientes. 

De esta manera , queda claro para esta colegiatura que existieron irregularidades en el desarrollo procesal , que desestabilizaron la investigación penal , con la omisión por parte de los funcionarios que intervinieron en la investigación , en intentos de agotar todos los medios tendientes a la localización del procesado , es decir , no desplegaron esfuerzos adicionales razonables para tratar de ubicarlo con el fin de obtener su concurrencia al proceso que se adelantaba en su contra , contentándose con una primera citación a la dirección que informó la DIAN , dirección que correspondía a la persona jurídica de la que el procesado era su representante legal , pero sin que se hiciera nada para establecer cuál era la ubicación de esté como persona natural , situación que nos lleva a determinar que el procesado no ha tomado una actitud de rebeldía a los llamados de la justicia , marginándose de manera voluntaria de la posibilidad de rendir diligencia de inquirir .

Fecha: 05 12 08 

Rad. 000-2008-00090-01

Acta 343

Conducta Punible: Omisión de Agente Retenedor o Recaudador.

Tema: Nulidad. Vinculación del Procesado. 

Decisión de Primera Instancia: Se le impuso sanción. 

Decisión de Segunda Instancia: Declaro la Nulidad de lo actuado que se ordena a partir del auto sustanciatorio que declaró persona ausente al procesado. M.P. Esperanza Duran Ariza .
PRESCRIPCION

Discrepancia con la calificación jurídica dada a la conducta.

Pretender limitar el proceso a la calificación jurídica que primigeniamente se le dio al delito, es abiertamente improcedente pues no se olvide que la modificación de la adecuación típica se permite hasta en la sentencia, si con ella se beneficia al inculpado. 

De manera que lo pretendido por el recurrente sería procedente si todavía el proceso estuviera en la etapa investigativa pues así la prescripción estaría determinada por la calificación jurídica que se hizo en la resolución que resolvió la situación jurídica ó por la que se hizo en la resolución de acusación , si esta no estuviera en firme .

Como quiera que esa calificación fue la que se mantuvo en la sentencia y la apelación contra esta providencia no discutió esa calificación sino el grado de responsabilidad del procesado, definitivamente lo que determina el término prescriptivo en el presente es el delito de Homicidio en Grado de Tentativa porque, se repite, así tomó firmeza la resolución de acusación. 

Fecha: 04 12 08 

Rad. 17-2003-00408

Acta 252 

Conducta Punible Homicidio en grado de Tentativa.

Tema: Prescripción. Discrepancia con la calificación jurídica dada a la conducta.

Decisión de Primera Instancia: Condenó a Seis (6) años y Seis (6) meses de prisión.

Decisión de Segunda Instancia: No repone el auto interlocutorio. 

M.P. Juan Manuel Tello Sánchez.

=0000=

PRISION DOMICILIARIA 
Padre Cabeza de Familia 

La madre de la menor le abandonó por cuanto no podía mantener a la niña ya que el padre era la persona que veía por ellas en todos los aspectos

No es válido, en las condiciones puestas de relieve, que la abuela supla la identidad o personalidad paternal.
Con base en los anteriores alcances y descendiendo al caso de la petición impetrada por el togado de la defensa para que le sea otorgada sustitución penitenciaria  al condenado a fin de dar la protección debida a su hija, negada por el a-quo, es de anotar que en el proceso está probado que la menor se encuentra ausente de la protección de la figura paterna. El abandono del hogar por parte de la madre , ha hecho que deba estar bajo el cuidado de su abuela quien sobrevive de una venta de empanadas con una renta de escaso monto , quien no puede sustituir a quienes ostentan la calidad de padres ;máxime si es de tener en cuenta que la madre de la menor le abandonó por cuanto no podía mantener a la niña ya que el padre era la persona que veía por ellas en todos los aspectos y , sin ningún reparo la entregó a la abuela desde el 6 de diciembre del 2007 , como antes se dijo , sin que se sepa cual es su actual paradero o destino , dejándolo a la deriva y privada de la protección y el amor que debe proveerse a una persona de escasos 4 años de edad .

Teniendo de presente lo demarcado y debiendo anotar que no es válido, en las condiciones puestas de relieve, que la abuela supla la identidad o personalidad paternal, es lógico entender que se debe acceder a darle al condenado dicho tratamiento, debiendo revocarse el proveído recurrido. 

Fecha: 11 12 08 

Rad. 000-2007-01525-01

Acta 262 

Conducta Punible Fabricación Tráfico de Sustancias.   

Decisión de Primera Instancia: Negó el sustituto penal de la prisión domiciliaria.

Decisión de Segunda Instancia: Revocó el interlocutorio recurrido y, en su lugar, concedió el sustituto penal de la prisión domiciliaria. 

M.P. Ranulfo Guerrero Guerrero .
REBAJA DE LA PENA 

Aplicación del art. 70 de la ley 975 de 2005 

Al juez de penas le corresponde verificar el cumplimiento de los requisitos

Ahora , si bien es cierto que es una controversia que se sostiene aún en el presente , no deja de serlo igualmente que ninguna discrepancia ofrece la postura dimanada de las altas Cortes , en el sentido que al juez de penas le corresponde verificar el cumplimiento de los requisitos ya anotados conforme petición que en tal sentido eleve el sentenciado , aún si se trata ésta de una que se eleve de manera posterior al 22 de julio de 2006 , es decir , a la declaratoria de inexequibilidad del artículo 70 de la ley 975 de 2005 . 

Lo anterior, por razones de favorabilidad que fueron ampliamente relacionadas en la sentencia de tutela No 815 de 2008, hizo converger su criterio con el habido por la Corte Constitucional , modificando la postura inicialmente dada a conocer mediante la sentencia T- 355 de 2007 , hizo converger su criterio con el habido por la Corte Suprema de Justicia en ese sentido . En la posibilidad de estudiar la petición que sobre el tema aduzca el sentenciado – o su defensor - , aún si se trata de un pedimento posterior al espacio de vigencia de la preceptiva reseñada. 

Fecha: 10 12 08 

Rad. 08-2001-00262-01

Acta 249 

Tema: Rebaja de Pena. 

Decisión de Primera Instancia: se abstuvo, por su improcedencia constitucional, de estudiar y decidir de fondo sobre la solicitud de rebaja de la décima (1/10) parte de las penas impuestas acumuladas.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca el auto interlocutorio proferido por el Juzgado tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali (Valle) y en su lugar ordena al funcionario A Quo , que proceda conforme su competencia a pronunciarse de fondo sobre la petición .  

M.P. Orlando Echeverry Salazar .

=0000=

TENTATIVA DE HOMICIDIO 

Debido a la enemistad, los actos iban a causar la muerte y no unas simples lesiones.

Con los anteriores parámetros, en el presente asunto no hay ninguna dificultad para concluir que estamos frente a un delito imperfecto de homicidio, pues, de acuerdo al relato de la víctima, se puede determinar que los actos iban a causar la muerte y no unas simples lesiones, debido a la enemistad, animadversión, etc. Que existía entre el acusado y el ofendida, quienes pertenecían a los actos iban a causar la muerte y no unas simples lesiones, debido a la enemistad pandillas enemigas, inclusive el ofendido señalo que ya había sido víctima de dos atentados contra su vida, en los cuales había participado otro miembro de la pandilla a la cual pertenecía el acusado.  

En suma son varios los elementos que nos permiten concluir que estamos ante una tentativa de homicidio , por un lado , la rivalidad o animadversión que existía entre el acusado y el ofendido por los enfrentamientos de las pandillas del sector y , por el otro , de no ser por el comportamiento que la víctima asumió en defensa de su vida , el acusado y su compañero de pandilla habrían cumplido su cometido , dirigido de manera inequívoca a acabar con la existencia de la víctima , utilizando un instrumento letal , como lo es un arma de fuego , la cual disparó al menos en dos oportunidades , apuntado a partes vitales de la humanidad del herido . 

Fecha: 16 12 08 

Rad. 21-2007-00082

Acta 328 

Conducta Punible: Tentativa de Homicidio y Porte Ilegal de Armas de Fuego de Defensa Personal. 

Tema: Tentativa de Homicidio.  

Decisión de Primera Instancia: Condenó a Siete (7) años de prisión. 

Decisión de Segunda Instancia: Confirma. 

M.P. Roberto Felipe Muñoz Ortiz.

=0000=
TRAFICO DE MONEDA FALSIFICADA 

La conducta debe ser dolosa 

No se puede llegar a conclusiones teniendo en cuenta simplemente los hechos , para arribar a las afirmaciones que hace el A-quo , deben existir serios elementos de prueba que al ser incorporados al proceso , permitan llegar a la plena certeza de la responsabilidad del acriminado en una conducta típica , antijurídica y culpable desde todo punto de vista , por cuanto actuar en contrario es adentrarse en la responsabilidad objetiva proscrita en nuestro ordenamiento jurídico .

Para la Sala , la prueba allegada al plenario , no permite concluir lógicamente que el procesado actúo con dolo de Traficar moneda falsificada y si esto es así , no concurre en su conducta el elemento subjetivo del tipo , y aunque es discutible que esa prueba pueda encontrarse flagrante en el juicio probatorio , pues por regla general , hace parte de la psiquis del individuo , este puede exteriorizarlo a través de sus comportamientos , sin que sea posible que se parta de presunciones que tiendan a dar por probada la voluntad del sujeto para cometer un hecho ilícito . 

Fecha: 19 12 08 

Rad. 11-2004-00273-01

Acta 304 

Conducta Punible: Tráfico de Moneda Falsificada.

Tema: Tráfico de Moneda Falsificada.

Decisión de Primera Instancia: Se condenó a la pena principal de treinta y seis (36) meses de prisión. 

Decisión de Segunda Instancia: Revoca.

M.P. Leoxmar Benjamin Muñoz Alvear. 
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